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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-8796-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Miguel Rojas Marín
	01-07-10
	PROCEDIMIENTOS PARA SANCIONAR EL HOSTIGAMIENTO PSICOLOGICO Y LABORAL EN EL MINISTERIO DE JUSTICIA

-Artículos 106, 107, 115 y 116 del Capítulo XX del Hostigamiento Psicológico y Laboral del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia y Paz. No. 26095-J. 

Las normas regulan lo relativo a las causales y el procedimiento aplicable en los casos de  Hostigamiento Psicológico y Laboral, en el Ministerio de Justicia. Se acusa que las normas impugnadas son abiertas, pues regulan comportamientos, palabras, actitudes o conductas que dejan a la interpretación personal lo que puede ser considerado acoso laboral y psicológico, que el procedimiento que se establece no es clara y no garantiza los derechos fundamentales de los funcionarios.

 

	10-8832-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Masís Mata
	01-07-10
	SANCIONES DISCIPLINARIAS CONTRA ABOGADOS

-Artículos 75 a 87 bis del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. 

Las normas impugnadas establecen una serie de sanciones disciplinarias contra los abogados, algunas de las cuales consisten en la inhabilitación o suspensión del ejercicio profesional. El recurrente considera que esto debe ser tutelado por ley y no por acuerdo de la Junta Directiva del Colegio.



	10-8887-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lilliam Hidalgo Álvarez
	02-07-10
	ACTUACIÓN DEL JUZGADO NOTARIAL Y TRIBUNAL NOTARIAL EN PROCESO DISCIPLINARIO

APLICACIÓN DE NORMA MAS FAVORABLE

Se alega que dentro de un proceso disciplinario se le impuso una sanción de suspensión de cinco años por el hecho de haber confeccionado una escritura pública en virtud de haber fallecido con anterioridad a la confección de la misma el compareciente. 

Establece que se le está aplicando una norma que no es la correspondiente para el tipo de sanción, (artículo 146 del Código Notarial) con lo que se viola el debido proceso, por el principio de la aplicación de la norma más favorable



	10-8893-0007-CO


	Tribunal de Casación Penal o Tribunal de Apelaciones de Sentencias del II Circuito  Judicial de San José.


	02-07-10
	LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO  DE APELACIÓN DE LA SENTENCIA EN MATERIA PENAL

-Transitorios I, II y III de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal. No. 8837. Publicada en La Gaceta 111 del 09 de junio del 2010.

Afirma el Tribunal que hay una evidente antinomia entre los transitorios I,II,III , sobre la fecha que entra en vigencia, al señalar el transitorio I,  que entrará a regir  para los casos ingresados a partir de su publicación, y el transitorio II refiere  que un Estudio Técnico determinará la necesidad de recursos de cada  centro de trabajo conforme al reordenamiento de competencias. Asimismo el transitorio III dispone que esta ley entrará en vigencia dieciocho meses después de su publicación, afectando esta antinomia el  principio de seguridad jurídica, ya que la ley  introduce nuevas causales de interrupción de la prescripción de la acción penal, amplía plazos de presión preventiva y elimina causales de revisión, y el principio de juez natural. Asunto penal número  02-1127-647-PE.



	10-9004-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Humberto Cornejo Rojas
	05-07-10
	PLAZO PARA LA CELEBRACIÓN DE AUDIENCIA EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO DEL INA

Inciso I artículo 33 del Reglamento de Participantes en Servicios de Capacitación y Formación Profesional del Instituto Nacional de Aprendizaje

Se indica que el artículo  cuestionado le da plazo diferente al establecido en la Ley General de la Administración Pública, para la celebración de la audiencia oral y privada. Establece que debe aplicarse  un proceso ordinario administrativo y no el artículo del Reglamento cuestionado.



	10-9043-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz.
	06-07-10
	APLICACIÓN DEL COMISO EN CASOS DE CONDUCCIÓN TEMERARIA

-Se consulta si la aplicación del artículo 110 del Código Penal en cuanto al delito de conducción temeraria contemplado en el artículo 254 bis en el Código Penal, infringe los artículos 39, 40, 45, 50 y 56 de la Constitución Política y los artículos 17 y 21.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 

Las normas señalan que el comiso es una figura sancionatoria de aplicación facultativa por parte del juzgador. Actualmente con la aplicación de las reformas a la Ley de Tránsito, en los delitos de peligro, se puede utilizar por parte de los juzgadores, el comiso del vehículo del infractor. Se consulta si la aplicación del comiso puede ser una violación al derecho de propiedad privada, además se ha convertido en una pena accesoria, que estiman desproporcionada y violatoria de varias normas constitucionales y de la Convención. 



	10-9046-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marvin Antonio Valenciano Rojas
	06-07-10
	CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL

-Artículo 158 del Código Notarial

La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. 



	10-9086-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Alberto Rojas Vallecillo
	07-07-10
	CALCULO DE PENSIÓN. RUBROS A  TOMAR EN CUENTA

-Artículo 5 frase final de la Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional. No. 7302.

-Artículo 15 del Reglamento a la Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional. Decreto Ejecutivo número 33080-MTSS-H.

Las normas impugnadas no permiten tomar para efectos del cálculo de la pensión, el componente salarial denominado “desarraigo”, lo que el recurrente considera omiso. 



	10-9139-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Manuel Soto Quirós
	08-07-10
	RESOLUCION JUDICIAL. SANCION A NOTARIO

- Se impugna la sanción impuesta a un notario mediante sentencia 417-2010 del Juzgado Notarial, por cuanto los casó con la cédula de identidad de su país y no con el pasaporte. Se alega falta al debido proceso.

 

	10-9115-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gloria Bejarano Almada y otros
	07-07-10
	ACUERDO LEGISLATIVO SOBRE INGRESO DE TROPAS Y BUQUES MILITARES

-Acuerdo Legislativo número 6430-10-11, tomado en sesión plenaria número 39 del 01 de julio del 2010.

Se acusa que en el acuerdo legislativo impugnado se dio una mala aplicación del artículo 121.5 de la Constitución Política, pues la Asamblea Legislativa dio su asentimiento al ingreso de las  tropas y buques de la armada de Estados Unidos, referidas en el oficio 0538-2010 DM del 21 de junio del 2010, suscrito por el Ministro de  Gobernación, Policía y Seguridad Pública. Las fuerzas extranjeras estarán desarrollando operaciones antinarcóticos en apoyo del Servicio Nacional de Guardacostas del 01 de julio al 31 de diciembre del 2010. Se indica que no se dio información clara para tomar el acuerdo. 



	10-9178-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Penal de Limón
	08-07-10
	DIRECTRIZ DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA SOBRE APLICACIÓN DE MEDIDAS EN PROCESOS DE PORTACIÓN DE ARMAS.

-Directriz de la Procuraduría General de la República, mediante la cual se rechazan las medidas alternas de suspensión del proceso a prueba, en los procesos de portación ilegal de armas, bajo el argumento de la alta criminalidad y eventos con armas que se han presentado en la provincia de Limón, vedando que los imputados de esa provincia puedan acogerse aun beneficio en lugar de ir a juicio. Exp. 4566-2-439-09



	10-9187-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sergio Arnoldo León Villalobos
	08-07-10
	COBRO DE IMPUESTOS A MAQUINARIA DE CONSTRUCCIÓN

-Interpretación del artículo 9 de la Ley de Reajuste Tributario. No. 7088 del 30-11-1978

-Resolución 18 a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano que establece un impuesto anual sobre la propiedad de vehículos, aeronaves y embarcaciones de  recreo o pesca deportiva por parte del Ministerio de Hacienda. 

Se acusa que le Ministerio de Hacienda puso a cobro el impuesto a la Propiedad de Vehículos, Aeronaves y Embarcaciones extendiendo, de manera inexplicable, el cobro a las máquinas de construcción, a pesar de que no tiene como función  trasladar y transportar personas o mercadería por vías públicas terrestres y no se trata de vehículos de lujo.

 

	10-9384-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Esteban Cordero Quirós
	14-07-10
	REQUISITOS PARA EL NOMBRAMIENTO DEL FISCAL GENERAL DE LA REPÚBLICA

-Artículo 23 de la Ley Orgánica del Ministerio Público

La norma señala que se deberán reunir los requisitos exigidos para una Magistratura de la República, entre los que se encuentran la edad mínima de 35 años.



	10-9581-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael Angel Ramírez Murillo
	19-07-10
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. 

Se establece  que la sentencia única en materia laboral de menor cuantía es producto de una deliberación de un Tribunal Colegiado, lo que hace dejar el portillo abierto a los litigantes de mala fe, al no requerir de una cuantificación alguna, siendo más fácil iniciar un proceso escudado en una cuantía inestimable, y esperar un fallo superior, y de ese modo, asegurarse  que dicha resolución será inapelable.  



	10-9686-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Xenia Lupita Sánchez González
	20-07-10
	ARRENDAMIENTO DE PROPIEDADES DE INTERES SOCIAL

- Artículos 99 y 100 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. 

Las normas regulan lo relativo a la enervación de los procesos de desahucio por falta de pago a los arrendatarios de una vivienda de carácter social, en caso de pago. Se regula también la expiración del plazo de estas viviendas, que sólo  procede cuando el arrendador la solicita para uso propio de de sus familiares, siempre que no hayan habitado una vivienda propia durante el último año. El recurrente considera que las normas impugnadas, crean una transmisión perenne de la propiedad, pues se crea una contratación de arriendo sin plazo de vencimiento. 

 

	10-9673-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Roberto Zamora Bolaños
	21-07-10
	ACUERDO LEGISLATIVO SOBRE INGRESO DE TROPAS Y BUQUES MILITARES

-Acuerdo Legislativo número 6430-10-11, tomado en sesión plenaria número 39 del 01 de julio del 2010.

Se acusa que en el acuerdo legislativo impugnado se dio una mala aplicación del artículo 121.5 de la Constitución Política, pues la Asamblea Legislativa dio su asentimiento al ingreso de las  tropas y buques de la armada de Estados Unidos, referidas en el oficio 0538-2010 DM del 21 de junio del 2010, suscrito por el Ministro de  Gobernación, Policía y Seguridad Pública. Las fuerzas extranjeras estará desarrollando operaciones antinarcóticos en apoyo del Servicio Nacional de Guardacostas del 01 de julio al 31 de diciembre del 2010. Se indica que no se dio información clara para tomar el acuerdo. 



	10-9748-0007-CO

Consulta Judicial


	Alfredo Carrillo León
	19-07-10
	SENTENCIA JUDICIAL

-Se presenta consulta sobre causa penal número 08-1606-0042-PE, en donde un fiscal que no fue nombrado por el Fiscal General, solicitó una intervención telefónica en el caso del amparado. 



	10-9905-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. Goicoechea


	21-07-10
	VIGENCIA Y JUEZ NATURAL EN NUEVA LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN EN VÍA PENAL

- Solicitan que se determine si el reordenamiento de competencias que hace la ley 8837 denominada Ley de Creación del recurso de apelación de la sentencia, otras reformas al régimen de impugnación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal, publicada en el Alcance número 10-A de la Gaceta 111 del 09-06-2010, respecto a la materia Penal Juvenil, afecta el principio de juez natural, pues se varía el juez competente al momento de los hechos, dándole la competencia al Tribunal Penal Juvenil o a la Sala Tercera. Además cuestionan que la ley no define el tema de la vigencia de los transitorios. Exp. 04-800066-634-PJ

 

	10-9915-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José María Villalta Florez-Estrada
	23-07-10
	ACUERDO LEGISLATIVO SOBRE INGRESO DE TROPAS Y BUQUES MILITARES

-Acuerdo Legislativo número 6430-10-11, tomado en sesión plenaria número 39 del 01 de julio del 2010.

Se acusa que en el acuerdo legislativo impugnado se dio una mala aplicación del artículo 121.5 de la Constitución Política, pues la Asamblea Legislativa dio su asentimiento al ingreso de las  tropas y buques de la armada de Estados Unidos, referidas en el oficio 0538-2010 DM del 21 de junio del 2010, suscrito por el Ministro de  Gobernación, Policía y Seguridad Pública. Las fuerzas extranjeras estará desarrollando operaciones antinarcóticos en apoyo del Servicio Nacional de Guardacostas del 01 de julio al 31 de diciembre del 2010. Se indica que no se dio información clara para tomar el acuerdo. 



	10-9905-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. Goicoechea


	23-07-10
	VIGENCIA Y JUEZ NATURAL EN NUEVA LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN EN VÍA PENAL

- Solicitan que se determine si el reordenamiento de competencias que hace la ley 8837 denominada Ley de Creación del recurso de apelación de la sentencia, otras reformas al régimen de impugnación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal, publicada en el Alcance número 10-A de la Gaceta 111 del 09-06-2010, respecto a la materia Penal Juvenil, afecta el principio de juez natural, pues se varía el juez competente al momento de los hechos, dándole la competencia al Tribunal Penal Juvenil o a la Sala Tercera. Además cuestionan que la ley no define el tema de la vigencia de los transitorios. Exp. 10-800010-472-PJ

 

	10-9929-0007-CO

Consulta   Judicial


	Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José. 


	26-07-10
	PROTECCION DE TESTIGOS EN VÍA PENAL JUVENIL Y DE ADULTOS

-Artículos 204, 204 bis y 304 del Código Procesal Penal. 

Se consulta sobre la constitucionalidad de la decisión del Juez Penal Juvenil de levantar la protección procesal de testitos ofrecidos en juicio, ordenada por el Juez Penal en la jurisdicción de adultos, lo cual de hacerse así, pondría en riesgo a los testigos cuya identidad se protegió por razones objetivas y subjetivas. Se consulta sobre si la protección en vía penal juvenil, debe mantenerse en la sede de adultos. Asimismo, se consulta si la práctica del despacho de no permitir la permanencia en la sala del abogado defensor, a quien se le instala en cuarto aparte, con audio y video de la sala de juicio con excepción del testigo, es o no constitucional en razón de la violación al derecho de defensa. Exp. 08-002339-0623-PJ



	10-10020-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Heriberto Hidalgo Segura y otros
	27-07-10
	CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN  DE LA SENTENCIA EN MATERIA PENAL

- Transitorios I, II y III de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal. No. 8837. Publicada en La Gaceta 111 del 09 de junio del 2010.

Se impugna el transitorio primero al establecer que los casos con anterioridad al 09-01-2012 se regirán con la ley anterior; el II por condicionar la vigencia de la ley a recursos económicos y; el III por condicionar la vigencia de la ley hasta enero del 2012 y finalmente por cercenar el ejercicio del recurso de apelación en su plenitud. 



	10-10163-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Jorge Ortiz Sánchez

Tunatun  Internacional de Costa Rica S.A.


	29-07-10
	JURISPRUDENCIA SOBRE USO DE IDIOMA EXTRANJERO EN MATERIA NOTARIAL

-Jurisprudencia determinada en las sentencias 109-2008 del Tribunal Civil y de  Trabajo de Alajuela, 1162-F-s1-2009 de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, sentencia de las 10:50 horas del 07 de agosto del 2009 del Juzgado Segundo Civil de Mayor Cuantía de San José, voto 487 del Tribunal Segundo Civil, Sección  Primera. 

Las sentencias impugnadas hacen una interpretación del artículo 72 del Código Notarial, en el uso de idioma extranjero, que señala que cuando el compareciente o interesado no comprenda el español, deben intervenir un traductor oficial u otro aceptado por las partes y el notario público, salvo que este entienda el idioma del compareciente. En tal caso, el notario, bajo su responsabilidad, efectuará la traducción legal del texto, si todos los interesados en el acto o contrato lo consintieren. El interesado debe quedar enterado del texto del documento en el idioma que conoce. Se impone entonces una sanción al notario por no traducir textualmente el documento, cuando la norma no indica esa obligación. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-000477-0007-CO

Voto 2010-11637
	02-07-10
	A las diez horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Maureen Patricia Ballestero Vargas en contra del artículo 262 del Código Electoral. Se adiciona la sentencia No. 2009-011352 de las quince horas cinco minutos del veintinueve de junio de dos mil diez, con el fin de disponer que: Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 262 que indica: "... sin perjuicio de lo que establece el artículo 68 de la Ley orgánica de la Contraloría General de la República." contenida en el Código Electoral, Ley No. 8765 de 19 de agosto de 2009, publicado en el Alcance 37 a La Gaceta No. 171 del 2 de septiembre de 2009. Se le da un plazo de treinta y seis meses a la Asamblea Legislativa para que dicte la reforma parcial a la Constitución Política y la reforma a su Reglamento para incorporar el deber de probidad como una causal de cancelación de credencial y otras sanciones Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. En lo demás, se declara sin lugar la demanda. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a las partes, y a la Asamblea Legislativa.

El Magistrado Armijo Sancho y Pacheco Salazar salvan el voto y declaran sin lugar la acción. 

El Magistrado Cruz Castro y la Magistrada Calzada Miranda ponen nota.-



	10-007483-0007-CO

Voto 2010-11638
	02-07-10
	A las diez horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Damaris Loaiza Gutiérrez en contra del artículo 14 del Instructivo de pago de Prestaciones en dinero de la Caja Costarricense de Seguro Social del 13 de mayo de 2002. Se deniega el trámite a esta acción.-

	10-007063-0007-CO

Voto 2010-12025
	09-07-10
	A las doce horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Alfonso Pérez Gómez, Defensoría de los Habitantes y otros en lo referente a la reforma del articulo 2 y derogatoria del articulo 5 de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa, Ley número 7352 de nueve de agosto de mil novecientos noventa y tres. Se evacuan la consultas legislativas acumuladas en el sentido de que el proyecto de aprobación de la Reforma del artículo 2 y derogatoria del artículo 5 de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa, Ley número 7352 del nueve de agosto de mil novecientos noventa y tres que se tramita en el expediente legislativo número 17684, presenta vicios sustanciales de constitucionalidad en el procedimiento. Notifíquese a los consultantes y al Presidente de la Asamblea Legislativa.

La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo ponen nota.-



	10-007523-0007-CO

Voto 2010-12026
	09-07-10
	A las doce horas con cuarenta y seis minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Carmen Granados F. y otros Diputados en lo referente al proyecto de ley “Modificación de varios artículos de la Ley N°. 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas”, Expediente Legislativo N°. 14.836. Se evacua la consulta legislativa de constitucionalidad del proyecto de ley "Modificación de varios artículos de la Ley No. 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas", tramitado bajo el expediente No. 14.836, en el sentido de que existe vicio de procedimiento al suprimir la Comisión Permanente Especial sobre Consultas de Constitucionalidad el párrafo final del artículo 9 bis, que consta en el artículo 3 del proyecto de ley. Además, la Magistrada Calzada Miranda, los Magistrados Armijo Sancho y Guerrero Portilla declaran que existe un vicio invalidante del procedimiento por la omisión de consultar a las municipalidades.  En vista del vicio invalidante resulta innecesario pronunciarse sobre el fondo.

El Magistrado Castillo Víquez salva el voto, rechaza de plano la consulta legislativa. En cuanto a la consulta de las municipalidades da razones diferentes.



	10-006121-0007-CO

Voto 2010-12284
	21-07-10
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sebastián Mejía Monge en contra del Artículo 18 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano el recurso.-

	08-013516-0007-CO

Voto 2010-12299
	21-07-10
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Romero Pérez en contra del Artículo 2 del Acuerdo No. 92 de 18 de Abril de 2008. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 2°, del Acuerdo No. 92 de 18 de abril de 2008, emitido por el Presidente de la República y el Ministro de la Presidencia y publicado en La Gaceta el 5 de mayo de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Presidente de la República, al Ministro de la Presidencia y al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones.-

	10-005642-0007-CO

Voto 2010-12300
	21-07-10
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Santa Cruz en lo referente al Artículo 469 del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta en el sentido de que el artículo 469 del Código Procesal Penal no lesiona los principios de juez imparcial y juez natural.-

	10-006995-0007-CO

Voto 2010-12310
	21-07-10
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guiselle Mora Peña en contra de la Omisión de emitir el Reglamento a la Ley General de Control Interno No. 8292. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-008432-0007-CO

Voto 2010-12311
	21-07-10
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Amada Sofía Pacheco González en contra de los Artículos 209 y 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, acuerdo 94-04 del 07-12-2004 del Consejo Superior del Poder Judicial. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-008569-0007-CO

Voto 2010-12312
	21-07-10
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Johan Bertarioni Morales en contra del Artículo 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-009139-0007-CO

Voto 2010-12683
	28-07-10
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Manuel Soto Quirós en contra de la Sanción impuesta a un notario mediante sentencia 417-2010 del Juzgado Notarial, por cuanto los Casó con la cédula de identidad de su país y no con el pasaporte. Se alega falta al debido proceso. Se rechaza de plano la acción.-



	10-008344-0007-CO

Voto 2010-12684
	28-07-10
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar Ocampo Soto en contra del Artículo 3 inciso c) del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	10-008766-0007-CO

Voto 2010-12685
	28-07-10
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Luis Corao Campos, Juan Franklin Ríos Sandí en contra de la Jurisprudencia de la Sala Segunda, sentencia 113-01, dictada en el expediente 94-0001779-213-LA. Se rechaza de plano la acción.-

	10-009004-0007-CO

Voto 2010-12686
	28-07-10
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Humberto Cornejo Rojas en contra del Inciso I artículo 33 del Reglamento de Participante en Servicios de Capacitación y Formación Profesional del Instituto Nacional de Aprendizaje. Se rechaza de plano la acción.-

	10-008887-0007-CO

Voto 2010-12687
	28-07-10
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lilliam Hidalgo Álvarez en contra del Artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	10-009759-0007-CO

Voto 2010-12688
	28-07-10
	A las quince horas con seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la Ley número 8837 del tres de mayo del dos mil diez, denominada “Creación del recurso de apelación de la sentencia, otras reformas al régimen de impugnación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal”. Estése el Tribunal consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2010-11342 de las catorce horas cincuenta y cinco minutos del veintinueve de junio del dos mil diez.-

	10-009178-0007-CO

Voto 2010-12689
	28-07-10
	A las quince horas con siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica en lo referente a la “Directriz” de la Procuraduría General de la República que niega a los imputados la posibilidad de acogerse al beneficio de medidas alternas. Estése el Tribunal consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 08601-2010 de las 15:09 horas del 12 de mayo del 2010.-

	10-007908-0007-CO

Voto 2010-12760
	28-07-10
	A las dieciséis horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cinthya Valverde Muñoz en contra de los Artículos 6 y 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. Se deniega trámite a la acción.-



	10-007160-0007-CO

Voto 2010-12761
	28-07-10
	A las dieciséis horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Lorena Chinchilla Arias en contra del Reglamento para el Otorgamiento del Permiso Sanitario de Funcionamiento a los Casinos de Juegos. Decreto Ejecutivo número 34530-S. Se deniega el trámite a esta acción.


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-6696-007-CO
	Roger Valverde Valverde, Gerardo Fumero Paniagua y otros, en su condición de miembros de la Junta Directiva del Sindicato de Ingenieros del ICE y Afines (SIICE), contra el artículo 3 de la Convención Colectiva de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. 

Resolución de 13:50 horas del 07 de junio del 2010
Boletín judicial 128, 129, 130 del 02, 05 y 06 de julio del 2010.


	CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA COMPAÑÍA NACIONAL DE FUERZA Y LUZ

La norma se impugna en cuanto reconoce como único representante de los Trabajadores al Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones, lo cual vulnera los derechos de libre sindicalización, al hacer nugatoria e ineficaz la creación de nuevos sindicatos de la Compañía y al impedir a los trabajadores poder escoger libremente el sindicato de su preferencia. El artículo 3 impugnado obliga a los trabajadores a afiliarse exclusivamente al SITET, si quieren tener representación sindical reconocida dentro de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. A su vez, el artículo cuestionado hace totalmente ineficaz la creación de nuevos sindicatos para la defensa de intereses colectivos, por cuanto la creación de éstos sería ignorada por la citada compañía.


	10-4830-007-CO
	Carlos Alberto Salas Bolaños, en su condición de Secretario con facultades de apoderado generalísimo de  Derivados de Maíz Alimenticio S.A. contra el  Artículo 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.  

Resolución de 10:30 horas del 01 de junio del 2010
Boletín judicial 129, 130, 131 del 05, 06 y 07 de julio del 2010.


	SANCIONES A LOS AGENTES DE RENTENCIÓN

La norma se impugna por establecer una sanción impropia, consistente en rechazar el gasto deducible ante la omisión de realizar la correspondiente retención, lo que roza los principios constitucionales de justicia, equidad y capacidad contributiva. Dicha sanción, aplicada en aquellos casos en que el contribuyente ha satisfecho la obligación de retención, implica afectar la capacidad económica del agente retenedor, por cuanto se rechazaría un gasto real, útil, necesario y pertinente para generar su renta gravable. Asimismo, su aplicación se traduciría en un incremento injustificado e irracional de la carga tributaria para el contribuyente, el cual generaría un perjuicio directo sobre su patrimonio, violatorio tanto del principio de generalidad como los de capacidad contributiva y no confiscatoriedad. Además, el artículo 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta violenta el derecho constitucional al debido proceso, pues se aplica de manera automática, sin garantizar al contribuyente el debido proceso y el derecho a la defensa.


	10-6963-007-CO
	Sergio Gamboa Vargas contra el artículo 351 del Código Penal, en la parte que señala: "... sea de cualquier otro modo". 

Resolución de 13:30 horas del 14 de junio del 2010

Boletín judicial 129, 130, 131 del 05, 06 y 07 de julio del 2010.


	SANCIONES IMPUESTAS AL ABOGADO O MANDATARIO JUDICIAL, CUANDO PERJUDIQUE LOS INTERESES CONFIADOS

La norma se impugna en cuanto tipifica el delito de patrocinio infiel, en detrimento del principio de legalidad. Aduce que en el campo del derecho penal el principio de "nullum crimen, nulla poena sine previa lege" excluye toda interpretación análoga o extensiva de la ley, ya sea sustancial o procesal. Así, explica que el objeto del proceso penal no se centra en castigar al investigado, sino en garantizar a esa persona un juzgamiento justo basado en la presunción de su inocencia. Por ende, para la demostración de la culpabilidad del encartado, se necesita que del elenco probatorio se concluya de manera contundente su responsabilidad, en relación con el ilícito que se investigue. En consecuencia, la referencia a "... sea de cualquier otro modo" que se consigna dentro del tipo penal cuestionado, no tipifica con claridad el ilícito, con lo cual, deja al libre arbitrio del juzgador la valoración de la conducta que pueda encajar dentro de esa descripción, lo que constituye una violación al precepto 39 de la Constitución Política.

	09-16147-007-CO
	Edgar Marín Carvajal, en su condición de presidente de la Cámara Costarricense de Restaurantes y Afines y otros.; para que se declaren inconstitucionales los artículos cuanto 83 y 132 de la Ley sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, número 6683 del catorce de octubre de mil novecientos ochenta y dos; 48, 49, 50, 51 y 56 del Decreto Ejecutivo número 24611-J del cuatro de setiembre de mil novecientos noventa y nueve, “Reglamento a la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos”; y 1 del Decreto 23485-J del 05-07-94. 

Resolución de 15:40 horas del 17 de junio del 2010
Boletín judicial 136, 137, 138 del 14, 15 y 16 de julio del 2010.


	COBRO DE TARIFA POR EJECUCIÓN DE OBRAS QUE HACE FONOTICA

Las normas se impugnan en cuanto afirman que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley de Derechos de Autor, es el autor el que goza de todas las prerrogativas para la explotación de la obra y la fijación de los límites de su reproducción, obviamente con la intermediación de las personas físicas y jurídicas con las cuales ha contratado. Consideran inconstitucional el artículo 83 de la Ley de Derechos de Autor, por otorgar la potestad al productor, y no al autor de la obra, de dar al usuario una autorización para proceder directamente a la radiodifusión o cualquier otra forma de comunicación no interactiva, con el consecuente pago de una remuneración única y equitativa. De esa forma el productor o su representante recaudarán la suma pagada por los usuarios, y la repartirán a los artistas, en la proporción contractualmente convenida con ellos. Asimismo, estiman que es evidentemente inconstitucional que a ese tipo de asociaciones de gestión colectiva que están definidas vía reglamentaria, se les apareje un mandato con una simple afiliación. Consideran que la definición de licencia utilizada por el Reglamento, resulta atípica para justificar un cobro irreal. Una licencia, concierne a un permiso, autorización, consentimiento, venia, concesión o facultad, que obviamente debe estar amparada por una regulación legal emitida por la Asamblea Legislativa. El Reglamento, además, impone inconstitucionalmente la capacidad de crear una tarifa o impuesto, lo que es opuesto al principio de reserva de ley que jurisprudencialmente ha desarrollado que esta facultad es imperiosa de la ley. Finalmente, estiman que el artículo primero del Decreto 23485-J del cinco de julio de mil novecientos noventa y cuatro, Reglamento al artículo 50 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, es inconstitucional, ya que definió el concepto obligatorio de “autoridad”, como las autoridades de policía del artículo 50.  La Ley de Protección a los Derechos de Autor número 8686 del veintiuno de noviembre del dos mil ocho, que fue parte piramidal de la aprobación del Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de Norteamérica, estableció que cualquier controversia entre autor o compositor y usuario, se debía dirimir en los tribunales de justicia, órgano que ocuparía el verdadero concepto de autoridad.

	10-6121-007-CO
	Sebastián Mejía Monge contra el Artículo 18 inciso c)  del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Resolución de 08:40 horas del 11 de junio del 2010
Boletín judicial 136, 137, 138 del 14, 15 y 16 de julio del 2010.


	REQUISITO PARA PENSIÓN POR ORFANDAD

La norma se impugna en cuanto exige que el asegurado haya cotizado un mínimo de 12 cuotas durante los últimos 24 meses anteriores a la muerte para el otorgamiento del beneficio de pensión, lo cual resulta irracional y desproporcionado, pues la muerte es un hecho incierto, por lo que no se puede saber a ciencia cierta cuando va a morir un ser humano. En ese sentido, aún cuando se hayan aportado al sistema las cuotas necesarias, si éstas no fueron aportadas dentro de los 24 meses anteriores a la muerte del asegurado, sus beneficiarios no pueden obtener el beneficio de pensión, lo que contraviene los principios de universalidad, solidaridad, equidad y solidaridad social,  y desprotege el interés superior del menor. Además, el Estado debe procurar la protección especial de los menores y de las personas adultas mayores, con el fin de que éstos puedan disfrutar de una mejor calidad de vida. Se considera que las personas  que aportan al sistema de pensiones, se les debe otorgar una pensión de acuerdo con los montos con los que ha contribuido, sin que se impongan limitaciones como la dispuesta en la norma impugnada



	10-6667-007-CO
	Francisco Saborío Elguezabal contra el artículo 2 párrafo tercero del Código Electoral, Ley número 8765 del 2 de setiembre del 2009.

Resolución de 14:20 horas del 29 de junio del 2010
Boletín judicial 141, 142, 143 del 21, 22 y 23 de julio del 2010.


	PRINCIPIOS DE PARTICIPACIÓN POLÍTICA POR GÉNERO
La norma se impugna en cuanto establece un mecanismo de alternancia por género que no es más que una limitación tanto para los candidatos y candidatas a puestos de elección popular como para la persona que vota por éstos. La norma en su párrafo segundo da un imperativo legal de que los porcentajes entre los géneros sean de 50-50 para las delegaciones, nóminas y los demás órganos, por lo que obligar más al votante y a los asambleístas cantonales y nacionales de los respectivos partidos políticos, y restringirlos a elegir a una mujer-hombre o hombre-mujer en sus nóminas es una limitación ilegítima a los derechos políticos. Se viola el artículo 33 de la Constitución Política, porque impedir que mujeres u hombres estén ubicados consecutivamente  implica una discriminación a personas muy preparadas, tanto mujeres como hombres, de tener más posibilidades de ser elegidos, pues no es lo mismo estar de primero, que de segundo, tercero o cuarto en una nómina. El artículo 2 párrafo tercero viola también el artículo 23 inciso uno, apartado c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece el derecho de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas. Además el inciso 2 del artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos señala las razones por las cuales la ley puede reglamentar los derechos políticos, entre las cuales no se encuentra el género pues no debe haber reglamentación en este apartado, ya que tanto las mujeres como los hombres deben tener las mismas oportunidades en lo concerniente a los derechos políticos y no tener ningún tipo de limitación 

	10-8015-007-CO
	Randall Martínez Chinchilla contra el artículo 93 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

Resolución de 13:50 horas del 22 de junio del 2010
Boletín judicial 141, 142, 143 del 21, 22 y 23 de julio del 2010.


	SANCION POR NO ENTREGAR TRIBUTOS RETENIDOS

La norma se impugna en cuanto contra el accionante se sigue una causa penal, donde se le acusa de haber cometido la acción típica descrita en el artículo por este medio cuestionado. Dicho tipo penal dispone que el agente retenedor o perceptor de tributos o, el contribuyente del impuesto general sobre las ventas y del impuesto selectivo de consumo que, tras haberlos retenido o percibido o cobrado no los entregue al Fisco dentro del plazo debido, será sancionado con prisión de cinco a diez años, siempre que la suma supere doscientos salarios base. Para determinar el monto mencionado, se considerarán las sumas percibidas, retenidas o cobradas, pero no enteradas en el lapso del año calendario. Conforme a la norma en estudio, se señala que la sanción que se impone por retener dolosamente las sumas correspondientes al impuesto general sobre las ventas y el impuesto selectivo de consumo, será de 5 a 10 años de prisión; no obstante, la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social establece una pena menor y más flexible al sujeto que no entregue a la Caja el monto de las cuotas obreras obligatorias, ya que remite al artículo 216 del Código Penal, el cual, estatuye que la pena a imponer a la persona que retenga una suma mayor a 10 salarios base, será de seis meses a diez años. Se indica que con ello, a una conducta que consiste en retener una suma que también se adeude al Estado o a sus instituciones,  se le aplica una sanción menor que a otra, pese a que la conducta es la misma. Por ende, la penalidad de 5 a 10 años que contempla el numeral tachado de inconstitucional provee un trato discriminatorio y desproporcionado. Además, según se desprende del artículo 59 del Código Penal, sólo tendrán derecho al beneficio de ejecución condicional de la pena los condenados por la retención indebida de cuotas obreras de la Caja, ya que con la disposición de un límite menor de 6 meses y uno superior de 10 años de prisión, el juez está en la posibilidad de valorar qué pena merece la conducta de un acusado, en atención a las circunstancias de modo, tiempo y lugar. Empero, el tipo penal en estudio, dada su penalidad, impediría la aplicación de ese beneficio a favor de cualquier condenado. Como se aprecia, el artículo 93 otorga un tratamiento más duro a la misma conducta genérica, ya que tanto la retención de cuotas de la Caja, como la retención del impuesto general sobre las ventas o del selectivo de consumo, son de orden tributario.

	10-8059-007-CO
	Hilman Salazar Ruiz para que se declare inconstitucional el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres.

Resolución de 15:30 horas del 24 de junio del 2010
Boletín judicial 142, 143, 144 del 22, 23 y 26 de julio del 2010.


	RAZONABILIDAD DE MULTAS EN MATERIA DE TRANSITO

La norma se impugna en cuanto establece que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento de un salario base mensual correspondiente al auxiliar administrativo 1, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se conoce la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas. Estima el accionante que la sanción prevista vulnera los principios de proporcionalidad y razonabilidad, si se toma en cuenta que asciende a la suma de 117.360 colones más un treinta por cierto adicional que se cobra sobre el valor de las multas por infracciones a la Ley de Tránsito, a favor del Patronato Nacional de la Infancia, lo que da un total de 152.568 colones. Adicionalmente, la infracción se sanciona además con la disminución de diez puntos de un total de cincuenta que se asignan a cada  persona, lo que significa que con solo estacionar en una zona demarcada con raya amarilla se pierden el veinte por ciento de los puntos otorgados. Alega que la infracción está equiparada en cuanto a la sanción, multa y disminución de puntaje a otras conductas cuyo ejercicio está plenamente demostrado con múltiples estudios técnicos, que sí constituyen en todos los casos un grave peligro para la seguridad vial, en perjuicio de terceras personas, tales como no dar prioridad de paso al tren, al entrar a una rotonda no ceder el paso al vehículo que viaje por dentro, que un vehículo de carga viaje con carga suelta, dañar o alterar los semáforos o señales de tránsito, alterar el taxímetro o “maría” etc. Refiere que el salario mensual de un chofer es de aproximadamente 195.441.85 colones, lo que significa que esa multa representa más de tres cuarta partes de ese salario, lo que demuestra que la misma es irrazonable y desproporcionada. Estacionar en zona demarcada con raya amarilla, no constituye ninguna amenaza para la seguridad vial y cuando mucho, podría ocasionar durante un corto lapso, un leve congestionamiento de tránsito. 

	10-7524-007-CO
	Ricardo Harbottle Chinchilla en su condición de Apoderado Especial Judicial de Marco Tulio Portilla Mora, para que se declare inconstitucional el segundo párrafo del inciso c) del artículo 9 del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil, el cual dispone: “…Si como resultado de dichas investigaciones se comprobare que los candidatos no poseen aptitud satisfactoria, se podrá, en forma temporal o indefinida, no tramitar las ofertas o la elegibilidad del candidato.” 

Resolución de 15:45 horas del 24 de junio del 2010
Boletín judicial 143, 144, 145 del 23, 26 y 27 de julio del 2010.


	TRAMITACION DE OFERTAS EN EL SERVICIO CIVIL

La norma se impugna porque permite a la Dirección General del Servicio Civil inhabilitar a una persona para ingresar al Servicio Civil, facultad que se convierte en una sanción de carácter punitivo con carácter indefinido impuesta por una autoridad administrativa, la cual además, solo puede decretarse mediante ley, y no a través de un reglamento. Adicionalmente la inhabilitación permanente constituye una sanción perpetua, que además, limita el derecho al trabajo. 

	10-06788-007-CO
	Eduardo Sancho González y Javier Coto Echeverría, apoderados especiales judiciales de HACIENDA URASCA, SOCIEDAD ANONIMA, para que se declaren inconstitucionales los artículos 22 y 23 de la Ley de Adquisiciones, Expropiaciones y Constitución de Servidumbres del Instituto Costarricense de Electricidad, número 6313 del 04 de enero de 1979, el artículo 13 de la Ley de Expropiaciones, número 7495 del 08 de junio de 1995, del artículo 79 de la Ley de Modernización y Fortalecimiento del Instituto Costarricense de Electricidad, número 8660 del 8 de agosto del 2008, las referencias que se hacen a "la imposición de la servidumbre" en los párrafos del tercero en adelante y las disposiciones 5.2.8, 5.2.9, 5.2.10, 5.2.11, y 7.1.2 del "Manual para la Elaboración de Avalúos para Expropiación" del Instituto Costarricense de Electricidad. 

Resolución de 10:15 horas del 08 de julio del 2010
Boletín judicial 147, 148, 149 del 29, 30 de julio del 2010 y 03 de agosto respectivamente.

	SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS

Las normas se impugnan en cuanto estiman que es inconstitucional que un ente menor del Estado como el ICE, pueda por medio de un  acto administrativo renegar del instituto de la expropiación, para imponer en su lugar las servidumbres forzosas, creando por decisión administrativa una categoría de limitación al derecho de propiedad que no permite el artículo 45 constitucional. Por sus efectos, -artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional- la servidumbre forzosa significa que por el pago de una indemnización disminuida, el ICE puede convertirse casi de gratis en copropietario ad perpetuam,  en contra de todos los principios y normas que regulan el dominio y todos los atributos de la propiedad privada. Sobre la inconstitucionalidad del artículo 22 de la Ley de Adquisiciones, Expropiaciones y Constitución de Servidumbres del ICE; señala que crea servidumbres administrativas forzosas, un “híbrido jurídico” para constituir gravámenes reales producto de actos administrativos arbitrarios y abusivos. Pretender la conformación de servidumbres en atención al interés público, omitiendo el proceso expropiatorio correspondiente, viola el derecho de propiedad.  Además existe un vicio procedimental en la promulgación de la norma, en cuanto a la constitución de las “servidumbres administrativas forzosas”; pues bajo el supuesto de encontrarnos frente a una limitación de interés social –artículo segundo del artículo 45 de la Constitución Política- se exige una mayoría calificada para la aprobación de la ley material, para que la limitación sea jurídicamente viable; con respecto al artículo 23 de la Ley 6313, indican  que la servidumbre forzosa no es sólo un gravamen a la propiedad, sino que trasciende tales efectos vaciando el derecho fundamental de propiedad de su contenido, por lo que su ejercicio queda supeditado a las autorizaciones concedidas por la misma institución que impone el gravamen, no dejando lugar a dudas de que estamos ante un acto abiertamente abusivo por parte de la administración. De la Ley de Expropiaciones número 7495, cuestionan el artículo 13, que por extensión aplica el procedimiento para decretar la expropiación a las servidumbres administrativas, cuya naturaleza es diversa a la servidumbre civil, lo que conlleva que el inmueble del administrado soporte un gravamen excesivo y manifiestamente inconstitucional, basado en un acto administrativo. La afectación de las propiedades a través de servidumbres constituidas por la Administración, con base en una norma cuya naturaleza es regular la expropiación por mandato constitucional, tiene como producto una figura jurídica inconstitucional.

	10-09115-007-CO
	Boletín judicial 147, 148, 149 del 29, 30 de julio del 2010 y 03 de agosto respectivamente.

	


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	130
	06 de julio del 2010
	Sentencia 2010-09928

Expediente 08-12174-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas. Se declaran parcialmente con lugar las acciones acumuladas. Se declara inconstitucional el artículo 3°, inciso a), del Código Procesal Contencioso-Administrativo (Ley No. 8508 de 28 de abril de 2006) y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, remitía a la jurisdicción laboral cualquier controversia relacionada con una relación de empleo público al considerarla "netamente laboral", aunque el justiciable pretendiera, materialmente, impugnar la disconformidad sustancial o invalidez de una conducta administrativa o manifestación específica de la función administrativa con el ordenamiento jurídico administrativo, surgida en una relación estatutaria. En cuanto a la impugnación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa se desestiman las acciones acumuladas. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma y la jurisprudencia impugnadas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las relaciones y situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, los accionantes, los coadyuvantes y las autoridades judiciales que conocen del asunto previo. Comuníquese a la presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.



	131
	07 de julio del 2010
	Sentencia 2009-16300

Expediente 08-12571-0007-CO. A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Thais Hernández Portilla en contra de los Artículos 3 y 4 del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones de la C.C.S.S. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 4 del Reglamento al Régimen No Contributivo de Pensiones aprobado el 17 de mayo del 2007, el  párrafo segundo del artículo 2 del Reglamento del Régimen No Contributivo de Pensiones del 15 de enero del 2003, así como el artículo 3, inciso a)  del Reglamento del Régimen No Contributivo de Pensiones aprobado el 28 de agosto de 2008; por considerarlo contrario al principio de razonabilidad, al  derecho de igualdad,  a la seguridad social, a la solidaridad y a la justicia social contenidos en los artículos 33, 50 y 51 de la Constitución Política.  Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En relación con el artículo 3 del Reglamento al Régimen No Contributivo de Pensiones aprobado el 17 de mayo del 2007, se declara sin lugar la acción.  Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

El Magistrado Vargas salva el voto y declara sin lugar la acción.-


	131
	07 de julio del 2010
	Sentencia 2010-11034

Expediente 08-12174-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas. Se dimensionan los efectos del Voto No. 9928-2010 de las 15 hrs. de 9 de junio de 2010, en el siguiente sentido: Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, serán conocidas y resueltas, definitivamente, por ese orden jurisdiccional, para lo cual si se trata de una pretensión que, por su contenido material y régimen jurídico aplicable, se rige por el Derecho Administrativo,  el órgano jurisdiccional laboral deberá aplicarlo. Se exceptúan de lo anterior, los procesos que sirvieron de asunto previo o base a las acciones de inconstitucionalidad acumuladas, en los que deberán readecuarse los procesos, si resulta posible o conducente, o tramitarse, desde un inicio, ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previo auto de pase de la Jurisdicción Laboral. Todos los asuntos planteados a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, los accionantes, los coadyuvantes y las autoridades judiciales que conocen del asunto previo. Comuníquese a la Presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.-


	132
	08 de julio del 2010
	Sentencia 2010-04808

Expediente 09-09442-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gloria Orozco Soto en contra del Artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que la dependencia económica del cónyuge supérstite a que se refiere el artículo 9°, párrafo primero, inciso a), del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en la sesión No. 6898 de 07 de febrero de 1995, no es absoluta o total.  Comuníquese y notifíquese. Publíquese en el Boletín Judicial y en el diario oficial La Gaceta. Comuníquese a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.-


	140
	20 de julio del 2010
	Sentencia 2010-08297

Expediente 10-01095-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Partido El Puente y Los Caminos de Mora en contra del Artículo 41 del Código Electoral. Se declara con lugar la acción. Se anula la frase inscrito a escala nacional, contenida en el párrafo segundo del artículo 41 del Código Electoral, ley No. 8765 del 19 de agosto de 2009. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	148
	30 de julio del 2010
	Sentencia 2009-16297

Expediente 08-16826-0007-CO. A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Zoraida Jiménez Quesada en contra del Artículo 19 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del inciso 3) del artículo 19 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el artículo 4° de la sesión 7730, celebrada el 13 de febrero de 2003, que textualmente indica: "...siempre y cuando la solicitud de pensión se presente en el mes de fallecimiento o mes posterior, de lo contrario el beneficio regirá a partir de la fecha de presentación de la solicitud...". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. . -



	148
	30 de julio del 2010
	Sentencia 2010-03297

Expediente 09-05022-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federación de Mutuales de Ahorro y Préstamo en contra del Artículo 161 de la Ley Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se declara inconstitucional el texto del artículo 161 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda que estuvo vigente hasta el 22 de julio de 2009. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas y sentencias pasadas con autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese-
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	129-130-131
	05-06-07 de julio del 2010
	Sentencia 2010-09965

Expediente 10-01493-0007-CO. A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Kendall Alpízar Cruz en contra del Artículo 56 del Código de Familia. Se declara sin lugar la acción.-



	129-130-131
	05-06-07 de julio del 2010
	Sentencia 2010-09966

Expediente 09-10348-0007-CO. A las quince horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Nacional de Agricultora y Agroindustria en contra de los Artículos 100 y 130 de la Ley de Conservación de vida silvestre, No. 7317 y sus reformas a partir de la Ley No. 8689 de diciembre del 2008. Se declara sin lugar la acción.-



	129-130-131
	05-06-07 de julio del 2010
	Sentencia 2010-09968

Expediente 08-18003-0007-CO. A las quince horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Patentados de Costa Rica en contra del Artículo 8 y 10 del Reglamento Autónomo de Espectáculos Públicos aprobado por el Concejo Municipal de San José. Se rechaza por el fondo la acción presentada.-



	130-131-132
	06-07-08 de julio del 2010
	Sentencia 2010-09928

Expediente 08-12174-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas. Se declaran parcialmente con lugar las acciones acumuladas. Se declara inconstitucional el artículo 3°, inciso a), del Código Procesal Contencioso-Administrativo (Ley No. 8508 de 28 de abril de 2006) y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, remitía a la jurisdicción laboral cualquier controversia relacionada con una relación de empleo público al considerarla "netamente laboral", aunque el justiciable pretendiera, materialmente, impugnar la disconformidad sustancial o invalidez de una conducta administrativa o manifestación específica de la función administrativa con el ordenamiento jurídico administrativo, surgida en una relación estatutaria. En cuanto a la impugnación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa se desestiman las acciones acumuladas. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma y la jurisprudencia impugnadas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las relaciones y situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, los accionantes, los coadyuvantes y las autoridades judiciales que conocen del asunto previo. Comuníquese a la presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.



	141-142-143
	21-22-23 de julio del 2010
	Sentencia 2010-11034

Expediente 08-12174-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas. Se dimensionan los efectos del Voto No. 9928-2010 de las 15 hrs. de 9 de junio de 2010, en el siguiente sentido: Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, serán conocidas y resueltas, definitivamente, por ese orden jurisdiccional, para lo cual si se trata de una pretensión que, por su contenido material y régimen jurídico aplicable, se rige por el Derecho Administrativo,  el órgano jurisdiccional laboral deberá aplicarlo. Se exceptúan de lo anterior, los procesos que sirvieron de asunto previo o base a las acciones de inconstitucionalidad acumuladas, en los que deberán readecuarse los procesos, si resulta posible o conducente, o tramitarse, desde un inicio, ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previo auto de pase de la Jurisdicción Laboral. Todos los asuntos planteados a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, los accionantes, los coadyuvantes y las autoridades judiciales que conocen del asunto previo. Comuníquese a la Presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.-
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AMBIENTE 

12261-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. INSTALACIÓN DE  ESTACIÓN DE COMBUSTIBLE. Alega el recurrente que funcionarios del MINAET, SETENA y la Municipalidad de Alajuela otorgaron permiso para construir la estación de servicio La Radial, ubicada 100 metros al norte del Mall Internacional, en Alajuela. Sostiene que los permisos se otorgaron contraviniendo las reglas unívocas de la ciencia y los principios elementales de la lógica y de la conveniencia. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado y a la Municipalidad del cantón de Alajuela  al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en la vía de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
11946-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. INSTALACIÓN DE TAJO. Reclaman los recurrentes que son vecinos de la Urbanización Bosques de Santa Ana, en donde la empresa constructora Meco, se instaló con un tajo, bodegas y oficinas administrativas. Manifiestan que es una zona residencial de alta densidad, lo que implica que el lugar no es apto para la operación de industrias, bodegas, aserradores y otras actividades que provoquen molestias al vecindario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Tomen nota la Ministra de Salud, la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, el Director de Geologías y Minas y el Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y la Municipalidad de Santa Ana de lo indicado en el último considerando. SL

12767-10 CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. CONSTRUCCIÓN DE LAGUNA DE RETENCIÓN DE AGUAS PLUVIALES EN NEGOCIO COMERCIAL. Manifiestan los recurrentes que en las instalaciones del supermercado Price Smart Alajuela se construyó una laguna de retención de aguas pluviales que constituye un peligro inminente para su vida e integridad física. Agregan que esa obra no cuenta con los permisos  de las autoridades competentes y tampoco con el permiso de viabilidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la amenaza de los derechos a la vida y a la salud, tutelados por el artículo 21 de la Constitución Política. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud Alajuela 1, que, inmediatamente, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para garantizar el cabal  cumplimiento de la orden sanitaria No. CZ 078-2009. Además, se ordena al Alcalde Suplente de la Municipalidad de Alajuela, que de manera inmediata, gire las órdenes y disponga lo pertinente según sus facultades, para que, de manera coordinada con el Ministerio de Salud, se elimine, en definitiva, la amenaza que se cierne  sobre la vida, integridad,  salud y propiedad de los vecinos de la zona, por la construcción de la laguna de retención de aguas pluviales ubicada en la propiedad de Hacienda Santa Anita S.A.   En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

12586-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. DESCARGA DE AGUAS SERVIDAS PROCEDENTES DE NEGOCIOS.  Alega el recurrente que el Hotel Indigo y el Centro Comercial Momentun, situados en Pozos de Santa Ana, fijaron una tubería de desagüe sobre otra tubería de Acueductos y Alcantarillados, la cual descarga en la Quebrada Rodríguez una serie de aguas sin tratar, con fuertes olores, lo que daña el ambiente y genera un grave peligro de contaminación del agua potable, pues al realizar esos trabajos dañaron la tubería. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones tomar las medidas pertinentes y realizar los estudios técnicos para descartar totalmente que los afluentes de las plantas de tratamiento no afecten el acueducto cercano. En caso que se determine una afectación se debe ejecutar inmediatamente las correcciones y modificaciones para evitar la contaminación del agua de consumo humano. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

 12564-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. POR OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA CULTIVO DE HELECHOS.  Alega el recurrente que en la finca denominada "HELECHOS DEL RIO", ubica en Turrialba, contiguo al relleno Sanitario del lugar, se cultiva gran cantidad de helechos. Señala que  en el lugar se da un problema debido a que todos los días se fumigan los helechos  con productos químicos, lo que provoca que atendiendo a la inclinación de la finca, las aguas caigan con mucha facilidad en las quebradas y nacientes. Establece que en ese lugar existen al menos ocho nacientes que para ocultarlos les hicieron una especie de drenaje o los taparon. Indica que la finca no cuenta con plantas de tratamiento ni canales para recoger los restos de la fumigación ni las aguas llovidas, provocando con ello la muerte de animales.  Manifiesta que las autoridades recurridas se han mostrado ajenas al problema de contaminación aquí denunciado, puesto que no han realizado diligencia alguna a fin de controlar la forma en que se ha estado explotando por medio del cultivo de helechos ese terreno. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula la patente comercial que la Municipalidad de Turrialba otorgó a Helechos del Río Intenacional S.A. para la actividad de agricultura de follajes. Además, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba del Ministerio de Salud, que, por un lado, DE MODO INMEDIATO solicite al Laboratorio Nacional de Aguas del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados elaborar un informe técnico sobre la calidad del agua potable en la comunidad de Florencia de Turrialba dentro del plazo improrrogable de un mes, y, por el otro, una vez recibido ese estudio remita una copia del mismo al amparado. CL
12556-10. PERMISOS. SE OTORGAN PERMISOS PARA CONDOMINIOS SIN ESTUDIOS DE CAPACIDAD DE ABASTECIMIENTO DE AGUA. Menciona el recurrente que  la autoridad recurrida concedió los permisos a la empresa desarrolladora para la perforación de pozos  con el fin de suministrar el agua potable al proyecto habitacional denominado Condominio Residencial Torres de la Bahía, que se encuentra ubicado en el Distrito Cabo Velas, en Bahía Potrero y Flamingo, Santa Cruz de Guanacaste.  Señala que pese a no  existir estudios sobre la capacidad de las fuentes de abastecimiento de agua potable para el proyecto habitacional, el SETENA otorgó los permisos correspondientes para el desarrollo del proyecto, a pesar  de que los dos pozos que pretende cavar la desarrolladora no suman el caudal de agua real para abastecer las  dos torres del condominio, situación que afectaría el suministro de agua de los usuarios de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Playa Brasilito, por cuanto se pretende como solución a faltante de agua que sea suministrada por dicha asociación, limitando con ello el suministro de agua de los actuales usuarios de dicho Acueducto Rural.  Indica que además la apertura de un pozo salinizado, trae el potencial riesgo de salinizar todo el manto acuífero de la zona a desarrollar el proyecto, por tal motivo al existir un inminente riesgo de salinización en el área donde se perforarían los pozos del proyecto, no debió otorgarse los permisos para tal obra. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones 1996-2007 de 10:20 horas de 10 de octubre de 2007 y 2540-2007-SETENA de 11:30 horas de 4 de diciembre de 2007. Se ordena al jefe del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones,  no autorizar incrementos en los caudales ya concesionados o nuevas concesiones de aprovechamiento de agua en el acuífero del cual obtienen el agua los pozos MTP-123 y MTP-125, hasta tanto no se concluya un estudio que determine, de manera técnico-científica, la capacidad de recarga, disponibilidad u oferta de ese acuífero. Se ordena al gerente general con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, que, en el plazo de 1 año, contado a partir de la notificación de este fallo, realice un estudio que determine la capacidad de recarga, disponibilidad u oferta del acuífero del cual obtienen el agua los pozos MTP-123 y MTP-125, evaluación que deberá respetar los criterios técnicos que determine la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica del SENARA. Se ordena al jefe del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones; al gerente general con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento; y, al subgerente general con poder generalísimo sin límite de suma y representante judicial y extrajudicial del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; que, en el plazo de 1 año, contado a partir de la notificación de este fallo, de forma coordinada, dentro del ámbito de sus competencias, efectúen un estudio que determine la vulnerabilidad a la contaminación por intrusión salina del acuífero del cual obtienen el agua los pozos MTP-123 y MTP-125. Se ordena a la secretaria general de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que lleve a cabo una nueva evaluación de impacto ambiental sobre el proyecto de condominio Flamingo Torres de la Bahía, una vez que se cuente con los datos sobre las capacidades del acuífero del cual se nutren los pozos MTP-123 y MTP-125. CL

11941-140. PERMISOS. INSTALACIÓN DE ESTACIÓN DE SERVICIO DE HIDROCARBUROS.  Alega el recurrente su disconformidad con los actos administrativos emitidos por las autoridades recurridas al otorgar permisos para la construcción de una estación de Servicio de Hidrocarburos en la ruta 153, en Alajuela. Acusa que pese a que ya fueron emitidos los permisos respectivos por parte de las entidades recurridas, no se cuenta con los estudios técnicos del Ministerio de Salud. Se declara con lugar el recurso en aplicación del principio precautorio o indubio pro natura. Se anula el permiso de construcción  número 3444 emitido por  la Municipalidad de Alajuela y las resoluciones R-DGTCC-269-2009 y R-DGTCC-325-2009-MINAE de la Dirección General de Transporte y Comercialización de Combustible del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. CL

11950-10. PERMISOS. CONSTRUCCIÓN DE POZO. Alega el recurrente que el  A y A  de Alajuela tiene más de cinco meses de estar construyendo un pozo de agua frente al aeropuerto, sin contar con los permisos respectivos.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

12862-10. PERMISOS. SETENA ANULA VIABILIDAD AMBIENTAL DE PROYECTO. Alega el recurrente que la Comisión Plenaria de la Secretaría Técnica Nacional otorgó la viabilidad ambiental al proyecto Mejoras al Acueducto de El Coco-Ocotal; no obstante, con posterioridad se ordenó anular la viabilidad ambiental sin realizar el debido proceso a efectos de anular el acto declarativo de derecho. Aseguran que se malinterpretó la sentencia número 262-2009. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12458-10. PLAN REGULADOR. SE OMITE PROCESO DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL. Acusa el recurrente que la municipalidad recurrida aprobó la modificación y ampliación del Plan Regulador de Playa Ballena para incluir a Playa Arco, sin que se incluya el Proceso de Evaluación de Impacto Ambiental que exige la ley. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso únicamente contra la Municipalidad de Osa pues de sus actuaciones se deriva una amenaza ilegítima al derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de Osa, que dentro del marco de sus competencias y atribuciones, giren las instrucciones necesarias para someter a la modificación y ampliación del Plan Regulador de Playa Ballena, para incluir a Playa Arco, al proceso de viabilidad ambiental de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y se incluya en el Plan las observaciones que realice el órgano competente, lo anterior deberá realizarse antes de la publicación. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

11936-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR DISCOTEQUE.  Manifiesta el recurrente que es propietario de un edificio destinado a actividades comerciales, entre los que se encuentra la Universidad Estatal a Distancia y habitaciones tipo Apartamentos. Refiere que contiguo a su inmueble funciona  un bar y restaurante, que funciona a la vez como Discoteca, Karaoke y Espectáculos Públicos, lo que genera una gran contaminación sónica para sus inquilinos. Establece que las autoridades recurridas han hecho caso omiso a las denuncias presentadas.   Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia: a) Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Sarapiquí del Ministerio de Salud, dar efectivo cumplimiento y seguimiento a la orden sanitaria SBS-06-2010 del 23 de junio del 2010 en contra del propietario del Bar y Restaurante La Y Griega. Debiendo proceder, en caso de incumplimiento de dicha orden, a la cancelación de los permisos de funcionamiento otorgados, y al ejercicio de todas las potestades que la ley le faculta para hacer cumplir las órdenes dadas; b) Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Sarapiquí, ser vigilante de las actividades desarrolladas en el Bar y Restaurante La Y Griega a efectos de verificar que no se produzca contaminación sónica que pueda afectar a los vecinos de la zona, que no se estén realizando actividades para las cuales no se tiene permiso, o fuera del horario permitido, y a dictar cuando proceda los actos administrativos respectivos en caso de comprobarse alguna irregularidad. CL

12868-10.CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR AMPLIFICADORES DEL ESTADIO DE CARTAGO. Reclaman los recurrentes que han venido presentando diversas denuncias ambientales por un problema que se viene dando por la utilización de amplificadores de alta fidelidad en el Estadio Fello Meza, en la denominada Plaza Mayor de Cartago y en algunos centros comerciales; sin embargo, las autoridades no han hecho nada por arreglar el problema. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

12773-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES EN VIVIENDA. Manifiesta la recurrente que interpuso una denuncia ante las autoridades recurridas, debido a que en el garaje de su vivienda se filtran aguas residuales y el agua de lluvia, que provienen de la casa contigua a la suya. Indica que desde hace casi dos años, el Ministerio recurrido ha hecho inspecciones y ha dictado órdenes sanitarias que no se han cumplido. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la  Directora del Area Rectora de Salud de Tibás, y a la Jefa de la Unidad de Rectoría de la Salud de la Región Central Sur, ambas del Ministerio de Salud, que en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de la presente resolución, utilicen los mecanismos previstos en la Ley General de Salud (artículos 319, 320 y 321) y cualesquiera otros idóneos para solucionar, definitivamente, el problema de contaminación por filtración de aguas servidas que aqueja a la amparada. CL
12822-10. PARQUE RECREATIVO. CONTAMINACION GENERADA POR PROBLEMAS DE INUNDACIONES.  Indica el recurrente que en el Velódromo Nacional de Ciclismo, localizado en el parque La Paz, existe un paso subterráneo para ingresar al sector de bancas sin tener que cruzar por la pista donde las bicicletas circulan. Acusa que debido a una falta administrativa de los recurridos, este paso subterráneo desde hace más de seis meses se encuentra inundado de aguas que surgen del subsuelo y que actualmente se encuentran empozadas, lo cual ha convertido el lugar en un criadero de mosquitos transmisores de dengue y de otros tipos de enfermedades. Agrega que incluso de los tubos dispensadores de agua que existen en el lugar, el líquido vital sale de color turbio y no apto para el consumo.Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación  y, en consecuencia, se ordena al Director Nacional a.i. de ese Instituto, que adopte las medidas necesarias para que en el término de seis meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, el problema de inundación del Velódromo Nacional sea resuelto en forma definitiva. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
12025-10. DIPUTADOS. AUMENTO DE SALARIO. Consulta Legislativa de Constitucionalidad   en lo referente a la reforma del articulo 2 y derogatoria del articulo 5 de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa, Ley número 7352 de nueve de agosto de mil novecientos noventa y tres. Se evacuan la consultas legislativas acumuladas en el sentido de que el proyecto de aprobación de la Reforma del artículo 2 y derogatoria del artículo 5 de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa, Ley número 7352 del nueve de agosto de mil novecientos noventa y tres que se tramita en el expediente legislativo número 17684, presenta vicios sustanciales de constitucionalidad en el procedimiento. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo ponen nota. Evacuada 

 12026-10. VICIOS DE PROCEDIMIENTO. LEY DE SIMPLIFICACIÓN DE TRÁMITES PARA INSTALACIÓN DE MARINAS Y ATRACADEROS TURÍSTICOS. Consulta Legislativa de Constitucionalidad en lo referente al proyecto de ley “Modificación de varios artículos de la Ley N°. 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas”, Expediente Legislativo N°. 14.836. Se evacua la consulta legislativa de constitucionalidad del proyecto de ley "Modificación de varios artículos de la Ley No. 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas", tramitado bajo el expediente No. 14.836, en el sentido de que existe vicio de procedimiento al suprimir la Comisión Permanente Especial sobre Consultas de Constitucionalidad el párrafo final del artículo 9 bis, que consta en el artículo 3 del proyecto de ley. Además, la Magistrada Calzada Miranda, los Magistrados Armijo Sancho y Guerrero Portilla declaran que existe un vicio invalidante del procedimiento por la omisión de consultar a las municipalidades.  En vista del vicio invalidante resulta innecesario pronunciarse sobre el fondo. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto, rechaza de plano la consulta legislativa. En cuanto a la consulta de las municipalidades da razones diferentes. Evacuada

COMERCIO
11877-10. CUOTAS OBRERO PATRONALES. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA COBRO DE CUOTAS. Alega el recurrente que contra la empresa amparada se abrió un procedimiento administrativo por parte de la CCSS y señala que no se llevó a cabo la audiencia oral y privada, por lo cual, no pudo ser evacuada en forma legítima la prueba testimonial  para resolver el procedimiento.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el informe de inspección resolutivo No. 1411-00153-2009-I de las nueve horas con quince minutos del 25 de agosto del 2009 de la Sucursal de Filadelfia de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL

11921-10. CUOTAS OBRERO PATRONALES. SE ORDENA A LA CCSS RESOLVER DENUNCIA.  Alega el recurrente que trabajó para una empresa de seguridad, donde fue despedido, contra la cual  interpuso una denuncia ante la Caja Costarricense de Seguro Social, debido a que nunca fue asegurado, pese a que se le hacía el rebajo correspondiente. Establece que la entidad recurrida omitió prestarle ayuda. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Administrador de la Sucursal de San Ramón de la Caja Costarricense de Seguro Social, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que la denuncia planteada por el amparado el veintiuno de diciembre de dos mil nueve, sea resuelta en forma definitiva en el plazo de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

11988-10. SOCIEDAD ANONIMA. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Señalan los recurrentes que dentro de un procedimiento administrativo el Registro Mercantil pretende eliminar  a la sociedad ya constituida la palabra  “seguros” al nombre de la sociedad que representa. Indican que la sociedad  está inscrita en el Registro Mercantil denominada "Seguros del Sur S.A, la cual se utiliza para ejercer  la asesoría en seguros,  y que quitársele la  palabra "Seguros" al nombre de la sociedad, desaparecería el sentido del nombre y su identidad, con lo cual se limitaría el ejercicio de las profesiones de Agentes de Seguros y de Abogado asesor de Derecho. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
CONTRATOS O LICITACIONES
12299-10. CONCESIONES. SE ELIMINA POSIBILIDAD DE OTORGAR CONCESIONES PARA LA EXPLOTACIÓN DE RECURSO HÍDRICO PARA GENERACION HIDROELÉCTRICA AL MINAET. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 2 del Acuerdo No. 92 de 18 de Abril de 2008. La norma se impugna en cuanto habilita al Ministerio de Ambiente y Energía para otorgar concesiones de explotación de recurso hídrico para la generación hidroeléctrica; competencia que en criterio del accionante- corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa, en ausencia de una ley marco que regule dicha materia.  Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 2°, del Acuerdo No. 92 de 18 de abril de 2008, emitido por el Presidente de la República y el Ministro de la Presidencia y publicado en La Gaceta el 5 de mayo de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. CL

12790-10. CONCESIONES. SE ORDENA REALIZAR CONCURSOS PÚBLICOS PARA EL OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DE TELEFONÍA CELULAR. Alegan los recurrentes que con la entrada en vigencia del Tratado de Libre Comercio entre E.E.U.U y Centroamérica fue aprobada la Ley General de Telecomunicaciones, como parte de las obligaciones asumidas por Costa Rica, frente a los otros suscribientes del Tratado y en donde se desarrollaron varios de los preceptos normativos necesarios para la apertura del mercado de las telecomunicaciones. Establece que dicha normativa otorga un plazo no mayor de tres meses para que se gestione el inicio de los procedimientos correspondientes para el otorgamiento de las concesiones de las bandas de frecuencia de telefonía celular u otras bandas requeridas; no obstante el plazo  establecido venció, sin que se diera inicio para el otorgamiento de las concesiones respectivas.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, al Presidente del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones y al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad, que coordinen y realicen las acciones pertinentes dentro de la esfera de sus competencias, para la realización efectiva y conclusión definitiva de los concursos públicos a efecto de otorgar las concesiones para las bandas de frecuencia de telefonía celular u otras ondas. CL

12633-10. PROHIBICIÓN PARA CONTRATAR. CONTRALORÍA NO SUSPENDIÓ PROHIBICIÓN A DIPUTADO. Reclama el recurrente que es diputado y accionista de  la sociedad amparada, debido a lo anterior la autoridad recurrida le mantuvo la prohibición para contratar con el Instituto Nacional de Seguros, sobre  la prestación de los servicios de revisión, valoración de daños y reparación de vehículos amparados por el seguro voluntario de automóviles, que solicitó que le fuera levantada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA EDUCACIÓN

12188-10. CLASES DE INGLÉS. SE ORDENA RESTITUIR LECCIONES. Reclama la recurrente que a dos grupos de la escuela El Carmen de Río Cuarto de Grecia  donde estudia su hijo, se les suprimió las lecciones de inglés debido a una reorganización de horario. Se declara CON LUGAR el recurso.  Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública y a la Directora de la escuela El Carmen de Río Cuarto de Grecia que adopten, de forma inmediata, las medidas necesarias para garantizar que el menor amparado del centro educativo El Carmen de Río Cuarto de Grecia reciba lecciones en la asignatura de inglés. CL

12653-10. CLASES DE EDUCACIÓN FÍSICA. SE ORDENA IMPARTIR LECCIONES EN EL COLEGIO CASTELLA.  Alega la recurrente que los estudiantes de secundaria del centro de estudios recurrido, no reciben clases de educación física, porque según la Jefatura de esa institución, son de vocación artística y no existe un espacio disponible en los horarios de la Institución. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora a.i. del Conservatorio Castella y al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, tomar las medidas necesarias a fin de incluir en el Diseño Curricular del Conservatorio Castella la materia de Educación Física, de tal forma que se garantice el derecho a la educación de los estudiantes de secundaria. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12764-10. CLASES DE CONTABILIDAD EN INGLÉS. SE ORDENA NOMBRAMIENTO DE DOCENTE. Indican los recurrentes que sus hijos son estudiantes del Centro Educativo recurrido en donde el se les ofreció la especialidad llamada "accounting", contabilidad bilingüe. Señalan que  se nombró al profesor correspondiente, sin embargo al transcurrir dos semanas de lecciones el profesional empezó a ausentarse  más de un mes, tiempo dentro del cual sus hijos no recibieron lecciones en esa especialidad. Indican que en la dirección del colegio accionado les dijeron que el profesor no contaba con nombramiento y que no podía ejercer funciones sin ese documento. Alegan que recurrieron al supervisor pero aún no han obtenido una solución definitiva al problema. Se declara con lugar el recurso contra el Ministerio de Educación Pública. En consecuencia, se ordena al Ministro, al Director de Recursos Humanos, y al Director Regional de Desamparados, todos del Ministerio de Educación Pública,  que inmediatamente, según el ámbito de sus competencias, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes para que se cubra el faltante de docentes de la especialidad denominada Accounting en el Colegio Técnico Profesional José Figueres Ferrer, de tal forma que se garantice la continuidad y estabilidad del proceso educativo de los amparados. CL

12204-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Indica la recurrente que su hijo es estudiante de tercer grado y se le aplicó una sanción disciplinaria, por lo cual se le rebajaron treinta y tres puntos y se le ordenó realizar una exposición frente a sus compañeros.  Señala que dicha sanción se impuso sin llevar a cabo el debido proceso y derecho de defensa, dado que en ningún momento se le notificó resolución alguna sobre el procedimiento seguido en contra del amparado.  Por otra parte, no se le informó al menor su derecho de declarar en su defensa en compañía de un padre o tutor. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la sanción dispuesta en contra del amparado. CL

12837-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que se le suspendió por el plazo de diez días sin informarle de forma clara el motivo de dicha medida preventiva. Indica que la Institución realizó sin notificación previa al amparado una investigación, que después de cumplir con la sanción, se presentó a la Institución y se le informó por parte del oficial de seguridad, que por orden de la Directora no podía ingresar. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en cuanto a haberle impedido el ingreso al educando después de vencida la suspensión impuesta. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11977-10. AULA INTEGRADA. SE ORDENA CONTINUIDAD DEL PROCESO EDUCATIVO. Alega la recurrente que el Ministerio recurrido rechazó el recargo de lecciones del aula integrada de la Escuela Jorge Washington, pese a que la amparada requiere asistir a ese servicio porque es una niña con necesidades educativas especiales. Aduce que al rechazar el citado recargo de lecciones, su hija asiste solamente una hora y media por las tardes, de manera que no logra avanzar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, dictar las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que dentro del término de UN MES, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, se restablezca en la Escuela Jorge Washington el número de lecciones del Aula Integrada que requiere recibir la menor amparada. CL

11937-10. DISTURBIOS EN CENTRO EDUCATIVO. SE INGRESO DE ESTUDIANTES Y REPONER CLASES. Manifiesta la recurrente que sus hijas son estudiantes de la Escuela Augusto Colombari Chicoli, en Barranca- Puntarenas. Señala que se presentó junto con sus hijas al centro educativo, donde se les impidió el ingreso  por parte de miembros de la Junta de Educación. Como consecuencia de la situación acudió ante el Director Regional de Educación de Puntarenas; no obstante, este funcionario se ha dedicado a reunirse sólo con los responsables del cierre del centro educativo. Acusa que a la fecha, ni el Director Regional, ni ninguna otra autoridad del Ministerio de Educación están realizando las acciones pertinentes para garantizar la continuidad del proceso educativo de las menores amparadas. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena a: 1) al Director Regional de Educación de Puntarenas, y a la Presidente de la Junta de Educación de la Escuela Augusto Colombari Chicoli, a no volver a incurrir en los hechos por cuales se admite este recurso, es decir, a no esperar tantos días para reabrir el proceso educativo cuando este se vea interrumpido, en el caso del primero; y a no proceder a interrumpir el proceso educativo de dicha centro educativo como medida de presión, en el caso de la segunda. 2) al Director Regional de Educación de Puntarenas, y al Director interino de la Escuela Augusto Colombari, proceder de inmediato a adoptar las medidas pertinentes para reponer las clases perdidas por los estudiantes de dicha escuela a fin de cumplir a cabalidad con el plan de estudios establecido. CL

11894-10. ABUSO DE MENORES. ACTUACIÓN TARDÍA DE AUTORIDADES DEL MEP. Alega el recurrente la recurrente que el menor amparado presentó problemas de conducta, a los cuales la maestra a su cargo hizo caso omiso, acusa que se demostró que el niño fue abusado y que ni el PANI ni el MEP han actuado diligentemente en este caso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la actuación tardía del Director de la Escuela. CL
11623-10. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. SE ORDENA ENTREGAR EXPEDIENTE PERSONAL DE ESTUDIANTE. Indica la recurrente que cursa undécimo  año y sus padres la trasladaron de centro educativo con el fin de garantizar su continuidad educativa, en razón de una serie de problemas que tuvo el colegio donde estaba, con el Ministerio de Educación Pública. Manifiesta que no tiene deudas con el colegio recurrido y se le negó la entrega de su expediente personal, lo que le perjudica por cuanto no podrá continuar  sus estudios, ya que en el mismo se encuentran las constancias de las materias aprobadas. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Representante Judicial de Internacional Christian School Ciudad Blanca Sociedad Anónima, que disponga lo pertinente a efectos de que se le haga entrega al menor, el expediente estudiantil y toda la documentación que requiera correspondiente a sus años cursados en el Centro Educativo recurrido de forma inmediata a la comunicación de esta resolución. CL

12828-10. ADECUACION CURRICULAR. SOLICITUD DE APLICACIÓN DE ADECUACIÓN SIGNIFICATIVA. Alega la recurrente que su hijo tiene un retraso mental leve y trastorno en el lenguaje, en la valoración psicométrica realizada, se recomendó la aplicación de Adecuación Significativa por la dificultad de aprendizaje; no obstante, para este año no se le asignó la adecuación correspondiente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Director Regional de Heredia del Ministerio de Educación Pública, al Director y miembros del Comité de Apoyo Educativo, todos de la Escuela Elisa Soto Jiménez, que en lo concerniente a sus respectivas competencias, resuelvan DE FORMA INMEDIATA la solicitud de adecuación curricular significativa del amparado, la cual fue planteada por la recurrente el nueve de diciembre de dos mil nueve y reiterada el ocho de marzo, veinticuatro de marzo, ambos de dos mil diez y ante la Asesoría de Educación Especial de la Dirección Regional de Heredia el veinticuatro de mayo de dos mil diez y le comuniquen lo decidido. Asimismo, se ordena al Director de la Escuela Elisa Soto Jiménez, facilitar dentro del plazo de diez días, con el costo a cargo de la recurrente, de la copia del expediente educativo del menor de edad, solicitada en notas de fechas dieciséis de diciembre de dos mil nueve y catorce de abril de dos mil diez. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
12565-10. SERVICIOS PUBLICOS. NIEGAN INFORMACIÓN A LA DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES, RELACIONADA CON DOCUMENTOS DECLARADOS CONFIDENCIALES. Alega la recurrente que funcionarios de la Defensoría de los Habitantes no pudieron acceder a una serie de documentos relacionados con la solicitud de alza en el gas licuado de petróleo, presentada por Gas Zeta S.A., debido a que éstos habían sido declarados confidenciales por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Regulador General de los Servicios Públicos, que de inmediato entregue a la recurrente los documentos que fueran declarados confidenciales por las resoluciones RDEN-01-2010 de las nueve horas del dieciocho de marzo de dos mil diez, RDEN-02-2010 de las trece horas del dieciséis de abril de dos mil diez, y RDEN-03-2010 de las trece horas del veinticinco de abril de dos mil diez. La Defensoría de los Habitantes deberá mantener la confidencialidad de la información y podrá emplearla únicamente para fines de protección de los habitantes de la República.  En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12047-10. BASE DE DATOS. NIEGAN ACCESO A BASE DE DATOS “SINPE”. Alega el recurrente que su empresa se ha dedicado durante los últimos cuatro años a la transmisión de datos para la correcta identificación de las personas y que parte de esa información la obtenía del Tribunal Supremo de Elecciones; no obstante, señala que el Tribunal Supremo de Elecciones y el Banco Central de Costa Rica, establecieron un acuerdo para dar acceso a datos e imágenes de ciudadanos costarricenses por medio del Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (SINPE), surgiendo el Banco Central como competencia en ese mercado y dándosele el Tribunal recurrido mayores privilegios. Afirma que ahora el Banco Central no les permite el acceso a esa base de datos. Se rechaza de plano el recurso porque el acceso a la interconexión con el sistema SINPE no es abierto a todas las personas, sino que tiene requerimientos legales y fines específicos que se deben cumplir para que se pueda ingresar al sistema. La circunstancia de que la empresa que representan los recurrentes, no cumpla con los requisitos o los fines establecidos legalmente para acceder a la interconexión con el sistema referido, no involucra la violación de derechos fundamentales. RP
11933-10.CERTIFICACIÓN. NIEGAN A TRABAJADOR INFORMACIÓN SOBRE SU SEGURO. Reclama la recurrente que se  presentó a las oficinas del Instituto Nacional de Seguros en Quepos  para solicitar una certificación o constancia en donde se indicara la fecha en la que fue empadronado ante dicha institución por parte de su patrono, sin embargo le fue denegada, argumentando que la información únicamente se la daban al patrono y no al empleado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo de la Sede de San Isidro del General del Instituto Nacional de Seguros, realizar las actuaciones que se hallen dentro del ámbito de su competencia para que, la certificación que solicitara el amparado respecto a la fecha de inicio de su condición de asegurado, sea entregada al interesado de forma inmediata a la notificación de esta sentencia. CL
12430-10. BANCARIO.  NIEGAN INFORMACIÓN DE ESTADO DE CUENTAS. Manifiesta el recurrente que se presentó a la cooperativa recurrida a solicitar estados de cuenta de sus operaciones, tanto crediticia como de su cuenta de ahorro, pero se le denegó la información.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Interventor Titular del Servicio Cooperativo Nacional de Ahorro y Crédito de los trabajadores Costarricense R.L. COOPEMEX RL, disponer lo que corresponda para que lo solicitado por el recurrente, sea detalle de los estados de cuenta de sus operaciones, tanto crediticia como de su cuenta de ahorro, sea resuelta definitivamente y notifique lo que corresponda en el término improrrogable de DIEZ DÍAS contados a partir de la notificación de esta sentencia. CL

11883-10. BANCARIO. SE ORDENA A BANCO PRIVADO SUMINISTRAR INFORMACIÓN SOBRE MONTO DE DEUDA PENDIENTE. El recurrente acusa que el banco recurrido se niega a entregarle la información correspondiente a la cuenta del crédito que se le otorgó, la cual, se encuentra en proceso de cobro, por falta de pago. La Sala ha acogido casos similares, cuando un Banco se ha negado injustificadamente a entregar información que concierne estrictamente a negocios o contratos entre las partes del recurso, se cita el voto 12042-2008. Además, se reconoce que en este caso el Banco se encuentra en una posición de poder y que existe una arbitrariedad que se comete al negarle al deudor, datos que son esenciales para que conozca en forma detallada y transparente el estado de su obligación y tenga la información efectiva para negociar, o en su caso, defenderse en un proceso de cobro. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  apoderado generalísimo sin límite de suma de la sociedad Banco Promerica de Costa Rica Sociedad Anónima, que en forma inmediata, ponga a disposición de la amparada, toda la información sobre la deuda que a ésta le interesa, especificada en el documento con fecha 21 de mayo de 2010, visible a folio 04 de este expediente. El demandado está obligado a entregar toda la información que se le requiera sobre la deuda de la accionante, con límite al 31 de mayo de 2010. CL
12832-10. BANCARIO. NIEGAN INFORMACIÓN PARA SER USADA EN PROCESO JUDICIAL. Alega el recurrente que en virtud de que se celebraría la audiencia de recepción de prueba en un proceso ordinario que interpuso en contra del Banco recurrido, solicitó información con carácter de urgente para presentarla en dicho proceso. No obstante, la gestión se le respondió negativamente indicando que lo procedente era que la autoridad judicial lo solicitara y que muchas de las interrogantes no son información pública. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por no haber suministrado la información solicitada que consta en el último considerando, razón por la cual se ordena al Apoderado General Judicial y al Jefe del Proceso de Gestión de Talento Humano de la Dirección de Desarrollo Humano y Organizacional, respectivamente, ambos del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, que dentro del plazo máximo de tres días contados a partir de la notificación de esta resolución le suministre a la recurrente la información solicitada detallada en el último considerando de esta resolución. CL   
11707-10. PERMISOS. DE USO DE SUELOS Y LOS BENEFICIADOS.  Reclama el recurrente que solicitó al Director del Área de Conservación que certificara el número de permisos de uso emitidos, y que le interesaba conocer el nombre de las personas físicas y jurídicas beneficiadas con  dichos permisos, además que se incluyera los nombres de las personas responsables de la emisión de cada uno, sin embargo la gestión presentada no ha sido resuelta.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la trasgresión del derecho de acceso a la información administrativa, tutelado por el artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Director Regional del Área de Conservación La Amistad Caribe del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que, de manera inmediata, notifique al recurrente, el oficio No. ACLA-C/DIR-227-09. CL

12457-10. EXPEDIENTE. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. Indica el recurrente, padre de una menor que fue reubicada por el PANI, que la entidad recurrida le negó el acceso al expediente administrativo, argumentando que se estaba abriendo un nuevo tomo y que se estaba resolviendo una petición de confidencialidad de algunos folios.  Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena a  la Presidenta Ejecutiva, y a la Coordinadora de la Oficina Local de Orotina, ambos del Patronato Nacional de la Infancia,  que en forma inmediata le garanticen al recurrente el oportuno acceso al expediente administrativo. CL

11684-10. EXPEDIENTE.  NIEGAN ACCESO A ABOGADO. Argumenta el recurrente que se presentó al Archivo Judicial a solicitar un expediente contra su representado; no obstante, el funcionario que lo atendió le solicitó su identificación y la respectiva certificación expedida por el Registro Nacional, en donde constara que es el apoderado, todo lo cual entregó. Indica que se le informó que no le podían prestar el expediente para sacar las fotocopias requeridas, por cuanto no era parte en ese proceso, y que la certificación aportada no le autorizaba para revisar ese expediente  y menos para obtener fotocopias.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa del Archivo Judicial, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para facilitar, inmediatamente, el acceso del recurrente a las piezas del expediente judicial No. C-640-93. CL

13048-10. EXPEDIENTE. MIGRACION EXIGA PODER ESPECIAL PARA QUE ABOGADOS PUEDEN REALIZAR  TRAMITES. Indica el recurrente que  acudió a la plataforma de servicios de la Dirección recurrida con el fin de  consultar un expediente, pero se le denegó aduciendo que se está aplicando un memorando que señala que todo abogado debe aportar un poder especial para realizar dichos trámites. Se declara con lugar el recurso por violación del derecho protegido en los artículos 30 y 56 de la Constitución Política y, en consecuencia, se anulan las circulares AJ-0730-2009 del 20 de marzo de 2009 y AJ-00813-2009-AC emitidas por la Dirección General de Migración y Extranjería. CL

12795-10. MUNICIPAL. NIEGAN ENTREGAR COPIAS DE PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN.  Manifiesta el recurrente que la Municipalidad de Vázquez de Coronado, se niega a entregarle copia de los permisos de construcción, certificaciones de uso de suelo y planos constructivos, todos de un inmueble donde opera el complejo deportivo Tarimas, del cual él es vecino. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde y a la Jefa de Planificación, ambos de la Municipalidad de Vázquez de Coronado, entregar al recurrente los documentos solicitados. CL
12776-10. MUNICIPAL. NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE PATENTADOS MOROSOS. Alega el accionante que solicitó al Alcalde recurrido se le brindara la lista de propietarios con patentes de licores morosos del cantón; no obstante, por oficio Pat-181-2010, el Jefe del Departamento de Patentes se niega a entregarle la información solicitada, con el argumento de que es información confidencial.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al alcalde municipal; y, al jefe del Departamento de Patentes, ambos de la Municipalidad del cantón de Montes de Oca, que, en el improrrogable plazo de quince días hábiles, contado a partir de la notificación de este fallo, entreguen a la recurrente la información solicitada en el memorial de 2 de junio de 2010. CL
12818-10. PRIVADOS DE LIBERTAD. PERMISO PARA HACER PUBLICOS RESULTADOS DE SENTENCIAS CONSTITUCIONALES. Alega el recurrente que solicitó formalmente ante el Director del Centro de Atención Institucional de Cartago, la autorización para hacer públicos dentro del centro penal en mención, el resultado de varios recursos de amparo declarados con lugar por esta Sala, a favor de varios privados de libertad por esta Sala; sin embargo a la fecha de interposición de este recurso, no se le ha brindado respuesta alguna. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora a.i. del Centro de Atención Institucional de Cartago, disponer lo que corresponda para que la solicitud presentada por el recurrente desde el nueve de abril de dos mil diez, sea resuelta definitivamente y notifique lo que corresponda en el término improrrogable de DIEZ DÍAS contados a partir de la notificación de esta sentencia. Se entenderá que deberá poner en conocimiento de todos los privados de libertad la información solicitada en la mayor brevedad posible. CL
12830-10. INGRESO A INSTITUCIÓN. INAMU IMPIDE INGRESO A HOMBRE EN LA OFICINA DE LA MUJER AGREDIDA. Alega el recurrente que en su condición de estudiante de derecho, acudió junto a dos compañeras a la oficina ubicada en el costado del Museo Nacional del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), para solicitar información acerca de la posibilidad de realizar en esa institución su Trabajo Comunal Universitario (TCU), cuando ingresaron y se dirigieron al puesto de Información o Recepción se le dijo que él no podía entrar y debía esperar a sus compañeras en la salida. Sin explicación o justificación razonable se le insistió que debía salir del lugar, por su condición de hombre. La Presidenta Ejecutiva de la institución señaló que se cuenta con un Centro de Información y Documentación, en donde  tanto por mujeres como por hombres, pueden pedir información. Que en el caso concreto, no se permitió el ingreso del amparado, pues en ese momento no se sabía el propósito que llevaban y no se recibió ninguna queja de su parte. Además, señala la sentencia 8973-09 de la Sala Constitucional, en donde un caso similar se había declarado sin lugar. No obstante en este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara CON lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de Mujeres no incurrir en los actos que dieron origen a la interposición del presente recurso de amparo. El Magistrado Cruz Castro y la Magistrada Arias Madrigal salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
12642-10. ACCESO A LA GACETA. PUBLICACIÓN EN INTERNET. Alega el recurrente que se pretende  publicar en la dirección de Internet de gobierno, la publicación normal del Diario Oficial y así cumplir con el principio de publicidad preceptuado en el artículo 129 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se  declara sin lugar el recurso. SL
12578-10. CONCURSO PÚBLICO. NIEGAN INFORMACIÓN SOLICITADA POR CORREO ELECTRÓNICO. Alega el recurrente que participó en un concurso que promovió el colegio recurrido para la contratación de servicios profesionales de asesoría legal, y se le niega suministrarle información relacionada con los oferentes del concurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Colegio de Trabajadores Sociales de Costa Rica, entregar al recurrente la información que solicitó en correo electrónico de 30 de abril de 2010, dentro del plazo de cinco días hábiles contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL

12568-10. ACTAS PÚBLICAS.  NIEGAN COPIA DE ACTAS DE SESIONES DEL CONSEJO RECTOR DEL SISTEMA DE BANCA DE DESARROLLO. Alega el recurrente que solicitó ante el Consejo Rector del Sistema de Banca de Desarrollo que se le suministrara copia de varias actas de ese consejo, así como copia de las grabaciones de las respectivas sesiones, no obstante, se le comunicó que ese órgano había acordado no otorgarle la  documentación que solicitó.   Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director Ejecutivo de la Secretaría Técnica del Sistema de Banca para el Desarrollo, suministrar de inmediato al recurrente copia de las actas solicitadas, suprimiendo la identidad del denunciante y cualquier otra confidencial de terceras personas. CL 
DERECHO A LA SALUD

12667-10. SILLA DE RUEDAS. SE ORDENA AL CENARE HACER ENTREGA DE SILLA DE RUEDAS A MENOR.  Reclama la recurrente que su hijo menor de edad es portador de parálisis cerebral infantil y epilepsia. Indica que se le extendió una receta para prótesis y accesorios, pues requiere de una silla de ruedas con características técnicas especiales, la cual hasta ahora no le ha sido entregada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Centro Nacional de Rehabilitación, que adopte de forma inmediata todas las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencia, para que al amparado se le entregue en el plazo de dos meses la silla de ruedas que le fue prescrita, de conformidad con las especificaciones técnicas establecidas por su médico tratante. CL

12668-10. EXAMEN MÉDICO. ATRASOS EN FIJACIÓN DE FECHA. Alega la recurrente que se encuentra en estudios  por infertilidad en el centro hospitalario recurrido y su médico tratante le prescribió varios exámenes, entre los cuales  una histerosalpingrafía. Señala que en varias ocasiones, se ha presentado para solicitar la respectiva cita y realizarse dicho examen; sin embargo, la respuesta ha sido que el equipo que realiza ese examen está dañado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa del Servicio de Radiología del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia que, de manera inmediata, le programe una cita a la amparada, para la realización del examen de histerosalpingografía prescrito por su médico tratante. Lo anterior, de conformidad con los lineamientos clínicos establecidos para este tipo de exámenes radiológicos. CL
12771-10. EXAMEN MÉDICO. SUSPENDEN EXÁMENES A AFECTADOS CON NEMAGÓN PARA EL PROCEDIMIENTO INDEMNIZATORIO. Indica el recurrente que fue afectado con el uso del pesticida Nemagón, por lo que se ordenó su indemnización a través del instituto recurrido, no obstante dicho ente incumple con los deberes que le impone la Ley 8130. Establece que desde hace más de tres meses entidad recurrida  dejó de realizar los exámenes a los afectados, y sin justificación alguna, suspendió el nombramiento de la doctora que se encargaba de realizarlos, sin que a la fecha exista sustituto, con el perjuicio de que aproximadamente  dos mil personas se encuentran a la espera de las pruebas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General y al de la Oficina Operativa de Afectados por el Nemagón  del Instituto Nacional de Seguros, que realicen las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias a efecto de que envíe DE INMEDIATO solicitud de los exámenes  que hacen falta en el  procedimiento indemnizatorio por causa del uso de nemagón a nombre de los amparados. Una vez que cuente con dichos exámenes deberán tomar las medidas pertinentes para que las gestiones de indemnización sean resueltas en el plazo máximo de DOS MESES. Asimismo, se hicieron una serie de recomendaciones en los casos concretos de los amparados. CL

12789-10. ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA A LA CCSS DAR CITA CON ESPECIALISTA A MENOR DE EDAD. Alega la recurrente que su hijo desde muy pequeño empezó a padecer varios síntomas que se identifican con el llamado "Síndrome de Asperger". Refiere que la institución accionada no ha puesto a su disposición la posibilidad de que un especialista valore a su hijo para determinar el tratamiento que mejor le ayude a sobrellevar su padecimiento. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la  Presidenta Ejecutiva y  al Director Médico del Área de Salud Los Santos, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social,  disponer todas las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias, para que el menor de edad amparado, se le valore por los especialistas que correspondan por un posible síndrome de Asperger. CL 

12672-10. CIRUGÍA. ATRASOS EN FIJACIÓN DE FECHA. Manifiesta la recurrente que padece de artritis soriásica, por lo que debido a lo anterior su médico tratante le expidió una referencia a fin de que se practique urgentemente un trasplante de rodilla. Manifiesta que se le indicó que existía una lista de espera de cirugía, pero no se programó su operación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al Jefe del Servicio de Ortopedia, ambos funcionarios del Hospital Rafael Calderón Guardia, disponer lo necesario para que se valore, de inmediato, el grado de urgencia de la cirugía de rodilla de la recurrente y tomar las medidas que correspondan a la prelación que se establezca para su caso. CL

12189-10. CENTROS HOSPITALARIOS. SEPARACIÓN DE ENFERMOS MENTALES Y PRIVADOS DE LIBERTAD. Alega la recurrente que su hermano fue ingresado al Hospital Nacional Psiquiátrico, lugar donde fue abusado sexualmente por un privado de libertad  que guardaba prisión preventiva. Manifiesta que han pedido que les permitan estar cerca de él para cuidarle, o bien que sea ubicado en un cuarto a solas que no sea la UCI, pero las autoridades del hospital no han accedido a su solicitud.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General a.i. del Hospital Nacional Psiquiátrico, que en tanto no sea creado y puesto en funcionamiento el centro psiquiátrico especializado, deben proceder de forma INMEDIATA, a separar a los enfermos mentales que no se encuentran sometidos a medida preventiva o de seguridad alguna, respecto de los que sí lo están, así como, abstenerse de incurrir, nuevamente, en la conducta que sirvió de base para la presente estimatoria. De esta manera se les reitera la orden por medio de la cual se les indicó su deber de coordinar con el Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública para asegurar la seguridad de los pacientes. CL

12260-10. SERVICIO ODONTOLÓGICO. SE ORDENA BRINDAR TRATAMIENTO MÉDICO.  SE NIEGA  Alega el recurrente que la amparada fue remitida a un especialista del tercer nivel de atención de odontología, por cuanto indicó que ella debía ser atendida por una instancia diferente con carácter de especialización. Manifiesta que en el Hospital Calderón Guardia,  de forma verbal se le hizo saber a la tutelada que ellos no realizaban ese tipo de tratamientos, por lo que no le podían practicar el implante de un puente fijo ya que no cubrían ese tipo de servicios. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General a.i. y al de Jefe de Servicio de Odontología, ambos del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia, que adopte las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias a fin de que se valore a la amparada, y se le brinde el tratamiento médico que requiera, según el diagnostico del médico tratante. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

12798-10. TÍTULO DE PROPIEDAD. SE ORDENA AL IDA HACER ESTUDIO CORRESPONDIENTE PARA ENTREGAR ESCRITURA. Alega la recurrente  que el Instituto recurrido le entregó la posesión de un  terreno ubicado en Limón y se le indicó, que se le otorgaría la escritura. Establece que durante diecinueve años ha gestionado  dicha petición, sin que se le haya otorgado la escritura, ni tampoco le dan una explicación.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario que valore la situación de la amparada para determinar si reúne o no los requisitos, conforme al ordenamiento jurídico, para obtener la titulación que reclama. CL

12772-10. DAÑOS A PROPIEDAD. SE ORDENA REMOVER MATERIAL LANZADO POR DERRUMBE.  Manifiesta el recurrente que es vecino del caserío Bajo Manolos, donde ha vivido durante veinticinco años. Indica que hubo un derrumbe cerca de su casa, debido a lo cual contrató un tractor para limpiar y despejar parte de la entrada a su propiedad, por cuanto las rocas y el barro imposibilitaban dicha entrada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, que de inmediato gire las instrucciones correspondientes para que la Gerencia de Conservación de Vías y Puentes del CONAVI proceda a remover el material lanzado contiguo a la ruta número 1 a la altura del Bajo Manolos conforme a lo establecido en el oficio número DCV-10-2010-5122 del 21 de julio de 2010.CL
12449-10. DAÑOS A PROPIEDAD. TRABAJO EN CARRETERA.  Señala  el recurrente que en su propiedad se construyó sin su autorización obras para encauzar aguas llovidas que caen en su propiedad, lo que ocasionó  que su terreno comenzará a lavarse y consecuentemente no podría sembrar ni construir en el sitio. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Consejo Nacional de Concesiones. Se ordena a la Gerente del Proyecto San José-Caldera y al Presidente del Consejo Nacional de Concesiones, que tome las acciones que correspondan para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se resuelva definitivamente el problema del acceso a la vía pública de la propiedad del amparado. En cuanto a la empresa Autopistas del Sol S.A., se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11878-10. EXPROPIACIÓN. SE ORDENA REALIZAR PROCESO DE EXPROPIACIÓN EN PROPIEDAD DECLARADA ZONA DE RESERVA.  Alega la recurrente que es propietaria de un inmueble situado en la Provincia de Limón, el cual fue objetote un estudio hidrogeológico y de vulnerabilidad del acuífero Moín – Limón, de conformidad con lo anterior, el área pasó a formar parte de las zonas reservadas, con una serie de restricciones que vaciaron de contenido los atributos del derecho de propiedad, por lo que no puede disponer del mismo. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena al Presidente Ejecutivo de ese Instituto, dictar en forma inmediata las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que se inicie el proceso legal de expropiación de la finca de la amparada, inscrita en el Registro Nacional, Partido de Limón, bajo la matrícula 00004844 000, a efecto de que se le indemnice de acuerdo con la ley. CL

DERECHO DE TRABAJO
12162-10. DESPIDO. SE REGISTRO DESPIDO DE AUDITOR EN EL SISTEMA DE SANCIONES DE LA HACIENDA PUBLICA, A PESAR DE QUE RENUNCIÓ. Alega el recurrente que en la Contraloría General de la República se le siguió un procedimiento administrativo y en el mismo, se recomendó su despido y previo al dictado del acto final del procedimiento, presentó su renuncia al puesto de Auditor Interno que ocupaba; no obstante, la recurrida lo incluyó en el Sistema de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública como despedido y esa anotación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Directriz para la operación del Sistema de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública (SIRSA), deberá permanecer en el sistema por un plazo de 10 años.  La Sala rechaza por el fondo el recurso, por cuanto como consecuencia del procedimiento administrativo disciplinario seguido en su contra, se impuso una sanción de despido, ciertamente existió una imposibilidad material para la ejecución de la misma, pero ello no quiere decir, que la administración deba suprimir del expediente personal del recurrente o del Registro de Sanciones, la sanción impuesta al amparado ante la comprobación de la falta que se le atribuyó.  RF
11930-10. DESPIDO. INTERINO POR OTRO INTERINO. Indica la recurrente que fue nombrada, de forma interina en un  Proyecto de Educación Abierta. No obstante  en lugar de respetarse su derecho a prórroga en dicha plaza se nombró interinamente a otra persona. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública y a la Directora del Colegio de Esparza,  restituir a la recurrente en el pleno goce de sus derechos conculcados, lo que en el caso concreto implica mantenerla en la plaza número 114711 de Profesora de Enseñanza Media mientras subsistan las razones que dieron origen a esa designación. CL

11622-10. DESPIDO. POR AUSENCIAS INJUSTIFICADAS. MERA CONSTATACIÓN.  Alega el recurrente  que fue cesado de su nombramiento interino al estimar que había incurrido en una falta grave a los deberes y obligaciones inherentes a su cargo. Aduce que  el recurrido se  fundamentó en un registro de ausencias que se lleva en el Colegio, en virtud del cual constató que en varios días no aparecía su firma. Indica que la razón por la que  se ausentó de sus labores se debió a que su padre sufrió una grave enfermedad y falleció  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución 4061-09 de las 9 horas del 12 de noviembre del 2009 del Ministro de Educación Pública y, en consecuencia, se restituye al recurrente en pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

11698-10. DESPIDO. POR ADICCIÓN AL ALCOHOLISMO. Señala el recurrente que el Ministerio recurrido presentó una gestión de despido en su contra en razón de haberse ausentado de su trabajo. Manifiesta que varias de las ausencias sobre las cuales se basa su destitución se encontraban preescritas, además de que su ausentismo se debió a la adicción al alcohol, la cual es de conocimiento de las autoridades recurridas. Se declara con lugar el recurso. Se anulan la resolución del Tribunal de Servicio Civil número 11447 de las 9:00 horas del 23 de noviembre de 2009, el acuerdo del Poder Ejecutivo número 272-09 y la acción de personal del Ministerio de Educación Pública número 7092841. Se le ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, reinstalar al recurrente en su puesto. CL

12766-10. DESPIDO. POR MERA CONSTATACIÓN. Manifiesta la recurrente que labora como oficial de seguridad  y debido a  que no se presentó a laborar, sin haber podido dar una explicación sobre lo sucedido, la  recurrida procedió a despedirla sin responsabilidad patronal. Debido a lo anterior presentó un recurso de reposición indicando que se había violado el debido proceso, en lo referente a los derechos de defensa y de imputación, toda vez que nunca se nombró un órgano director que le concediera el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la restitución de la recurrente en el pleno goce de sus derechos. En consecuencia, se anula la sanción de despido impuesta a la amparada según oficio DIR-164-1010 del 30 de junio de 2010 de la Dirección del Colegio Vocacional de Artes y Oficios de Cartago Covao. Se ordena al representante del Hospicio de Huérfanos de Cartago y COVAO y  a la Directora del Colegio Covao diurno,restituir el procedimiento disciplinario realizado contra de la amparada, el que  debe ser instruido con respeto a las garantías procesales del debido proceso, notificando a la amparada del carácter y fines del procedimiento, garantizando el derecho de ser oído, y dándole la oportunidad para presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes; respetando el plazo para el señalamiento de la comparecencia oral y privada establecido en el artículo 311 de la Ley General de la Administración Pública y respetando el principio contradictorio durante la celebración de dicha audiencia así como, en su caso,  garantizando el derecho a recurrir  la resolución sancionatoria. CL

12452-10. DESPIDO. DE FEDERACIÓN MUNICIPAL. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que laboraba en la Federación de Municipalidades de la Región Sur de la Provincia de Puntarenas, como Coordinador de la Unidad Administrativa por tiempo indefinido, en donde firmó un contrato que señalaba que podría ser cancelado en caso de incumplimiento de las responsabilidades por ambas partes o por la disponibilidad presupuestaria de la misma. Señala que a los dos meses de ejercer labores, el accionado le presentó la opción de cambiar el puesto por el de Coordinador de la Unidad de Gestión para el Desarrollo, bajo las mismas condiciones del contrato anterior. En esa ocasión aceptó el puesto e inició en la ejecución de responsabilidades sin firmar aún el nuevo contrato, atendiendo la orden inmediata de la Dirección Ejecutiva; no obstante, la autoridad recurrida le despidió con responsabilidad patronal, sin justificar dicho despido, y sin brindarle una explicación del cese de sus funciones. Se analiza la naturaleza jurídica de las Federaciones Municipales y la Relación Laboral con sus Empleados. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acto administrativo de despido en contra del amparado. En consecuencia, se ordena su restitución en el puesto y funciones que desempeñaba con anterioridad a dicho despido, con el correspondiente  pago de salarios dejados de percibir desde el momento en que se hizo efectivo el despido. CL
12561-10. CONCURSO.  NO LE PERMITEN APELAR CALIFICACIÓN OBTENIDA. Indica el recurrente que participó en concurso  de oferentes para el cargo de  administrador del Patronato Nacional de la Infancia, en una plaza a vacante, y realizó la prueba escrita para el proceso de preselección, no obstante fue informada que había quedado descalificado del proceso de selección por no haber obtenido el porcentaje mínimo;  lo anterior sin otorgar la opción de apelar la calificación obtenida, ni de verificar la revisión realizada en dicha prueba. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al coordinador del Departamento de Recursos Humanos del Patronato Nacional de la Infancia, que, en el plazo de 5 días, contado a partir de la notificación de este fallo, adopte las medidas pertinentes y ejecute las acciones necesarias para que se le ofrezca al recurrente la posibilidad de impugnar la calificación que obtuvo en el examen escrito efectuado dentro del concurso 04-2010. CL
11926-10. SANCIÓN. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que se le hizo un llamado de atención porque los estudiantes de ese centro educativo colocaron cadenas en el portón principal, lo anterior por escrito y con copia a la Dirección Regional, sin otorgarle oportunidad de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula el memorando de la Dirección del Liceo Monseñor Rubén Odio Herrera, número 0007-2010, de 10 de marzo de 2010. Se ordena al Director del Liceo Rubén Odio Herrera, que de inmediato realice las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que se tenga por eliminado el referido memorando del expediente administrativo del recurrente y de las demás dependencias a las que fue enviado. Asimismo, que de previo a la emisión del acto final que en derecho corresponda, con la debida antelación se convoque al amparado a una audiencia donde tenga plena oportunidad de ejercer su defensa. CL
12011-10. SANCIÓN. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Argumenta el recurrente que labora para el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén y, la Junta Directiva le solicitó un informe relacionado con los permisos que el amparado solicitó para realizar gestiones fuera del lugar de trabajo.  Explica que sin comunicarle nada previamente, el Comité, acordó imponerle una sanción escrita por laborar encontrándose incapacitado, sin poder ejercer el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula la sanción impuesta al amparado, por la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén en el artículo V de la sesión ordinaria. CL

11628-10. SANCIÓN. AMONESTACIÓN ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO. Aduce el  recurrente que recibió de su jefe inmediato una amonestación escrita con copia al expediente, lo anterior sin que pudiera ejercer su derecho de defensa, al no otorgar ningún tipo de audiencia. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la sanción de amonestación escrita impuesta al recurrente. CL
12823-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le impuso una amonestación escrita sin que se le  haya otorgado audiencia previa para ejercer su derecho de defensa, lo cual  es violatorio al debido  proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acto administrativo DPM-368-2010 de 29 de junio de 2010, y se ordena al Alcalde Municipal; y, al jefe de la Policía Municipal; ambos de la Municipalidad del cantón de Heredia,  que, de inmediato, supriman cualquier referencia a ese oficio que se hubiera hecho constar en el expediente laboral del recurrente. CL 

11925-10. INCAPACIDAD. PAGO DE SUBSIDIO POR MATERNIDAD A TRABAJADORA NO ACTIVA. Alega la recurrente que se encuentra con licencia de maternidad y le fue denegado el pago del subsidio por el plazo de cuatro meses, correspondiente al 50% de su salario, a pesar de haber cotizado tres meses antes, aduciendo que no es trabajadora activa. La jurisprudencia constitucional señala que las interpretaciones en materia de seguridad social deben ser extensivas, no economistas, ni restrictivas porque resultan contrarias a la naturaleza constitucional de la C.C.S.S., al Estado Social de Derecho Costarricense y a los derechos humanos emergentes como la comunidad familiar, específicamente contra el apoyo del Estado a la familia, la natalidad, y al menor, reconociendo, para efectos de licencia de maternidad,  una presunción de continuidad laboral en los nombramientos de interinazgo que realiza el MEP. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Administrador de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social de Tilarán, adoptar las medidas que sean necesarias para que se proceda de manera inmediata a hacer entrega a la recurrente, del subsidio por licencia de maternidad que le corresponde y que le fue denegado. CL
11593-10. INCAPACIDAD. CCSS NIEGA PAGO DE SUBSIDIO POR INCAPACIDAD. La recurrente reclama la violación a su derecho a la salud y a la seguridad social, porque se encuentra incapacitada y la Caja Costarricense de Seguro Social se niega a pagarle el 60% del subsidio alegando que no es una trabajadora activa. La Sala declara con lugar el recurso en cuanto a la CCSS indicando que lo actuado es violatorio de los derechos de la amparada, porque la medida implica que deberá el interesado incorporarse de nuevo a su trabajo, para generar nuevas cotizaciones y ganar de nuevo el derecho al subsidio, con lo que desconocen los criterios médicos que indican que debido a una enfermedad la persona debe continuar incapacitada. Se cita las sentencias 7343-10 y 17971-07. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, sólo en cuanto a la CCSS y se ordena al Jefe del Área Regulación de Seguro de Salud, que disponga lo pertinente para que no se interrumpa de nuevo, a la recurrente el pago del subsidio, mientras se mantenga incapacitada, de conformidad con el criterio médico calificado. Adicionalmente, deberá llevar a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, de inmediato, se proceda al  pago de los subsidios por concepto de incapacidad se le adeudan. En cuanto al Ministerio de Educación Pública, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12570-10. SALARIO. REBAJO DE SALARIO EN FORMA EQUIVOCADA. Menciona  la recurrente que el día de pago intentó retirar su salario pero se percató que no había depósito alguno. Menciona que realizó la consulta al Banco Nacional donde se le deposita el salario, y le confirmaron que no había ningún depósito. Señala que consultó telefónicamente con el Departamento de Planillas del ministerio recurrido, y le indicaron que la situación se produjo por un error en la planilla, donde se consignó un rebajo que no le correspondía.  Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
11700-10. SALARIO. ELIMINAN PLUSES SALARIALES. Alega  el recurrente que es funcionario del MOPT y no  se le incluyó en el salario los rubros del riesgo policial, disponibilidad, así como la póliza colectiva de vida, los cuales le fueron eliminados sin debido proceso, hasta que  la Dirección Jurídica se pronuncie. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula la acción de personal No. 4100011907, de fecha de rige 30 de abril de 2010 y, en consecuencia, se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

11696-10.TRASLADO. POR DENUNCIA PLANTEADA POR ACOSO. Manifiesta el recurrente  que labora en el plantel del Ministerio de Obras Públicas y Transportes en San Carlos, y debido a una denuncia que presentó por maltrato y abusos contra su jefe inmediato, fue traslada al Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes en San José, sin ninguna acción de personal que respalde. Se declara con lugar el recurso y se deja sin efecto el traslado dispuesto en perjuicio de la amparada. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes que disponga lo necesario a fin de que, en forma inmediata, se adopten las medidas cautelares apropiadas y legalmente procedentes, a fin de que la denunciante no sea objeto de un clima laboral adverso, en particular, por parte del presunto ofensor y convenir con la recurrente un traslado que no la perjudique. CL

12171-10. NOMBRAMIENTO. LE NIEGAN NOMBRAMIENTO EN EL TSE POR ANTECEDENTE PENAL. Alega el accionante que se presentó al Tribunal Supremo de Elecciones, con la finalidad de obtener una plaza y, a pesar de que cumplió todos los requisitos no se le nombró porque su hoja de delincuencia tenía una condena por delito culposo, lo que es contrario al artículo 27 de la Ley Orgánica del Tribunal, que contempla en el inciso 7 “en general, todos los que no observen buena conducta o tengan antecedentes de dudosa moralidad”. La Sala rechaza por el fondo el recurso indicando que ya se pronunció sobre el tema en la sentencia 5267-03, en el sentido de que las limitaciones que se establecen en esa norma, son cautelas compatibles con los fines de un Estado Democrático de Derecho y que la norma analizada, lejos de constituir una infracción, corresponde a principios pacíficamente aceptados sobre la transparencia en el quehacer de la administración como un todo y compatible con la idoneidad comprobada que exige el artículo 192 Constitucional de los funcionarios públicos en general. RF
11954-10. NOMBRAMIENTO. NO SE NOMBRA A FUNCIONARIO QUE HABÍA SIDO DESPEDIDO. Alega el accionante que fue despedido del OIJ por faltas durante el tiempo en que se desempeñó como servidor. Con posterioridad a ello y por considerar haber purgado la sanción, ha solicitado a las autoridades recurridas se le brinden nombramiento interinos, obteniendo como respuesta que no es posible "por haber sido revocado su nombramiento anterior". A su juicio, lo anterior resulta violatorio del derecho al trabajo, dado que si bien es cierto su nombramiento anterior fue revocado, tal sanción ya fue purgada, es decir, ya la cumplió, por lo que no se debe continuar hacia futuro sancionándole en forma permanente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
11685-10. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO. Explica la recurrente que fue nombrada en  una plaza creada para atender el brote de influenza H.1.N.1, no obstante  se le informó  que ya no la nombrarían en ese código debido a que había sido asignado a un médico, que también fue nombrado en  sus mismas condiciones. Indica que debido a esa situación fue nombrada en el código de un compañero que se encuentra incapacitado, irrespetando la circular emitida por el Director de la Dirección de Red de Servicio de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, donde se establece  que las plazas, como la que ella ocupaba, no podían verse afectadas por un cambio de perfil.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefe de Recursos Humanos del Hospital Dr. Rafael A. Calderón Guardia, realizar de forma inmediata la prórroga de nombramiento de la amparada en la plaza número 43035 según lo ordenado por la Directora General a.i. de dicho Hospital en el oficio HDRACG-DM-3344-06-2010 del nueve de junio de dos mil diez. CL

12428-10. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO. Alega la recurrente que fue trasladada en ascenso interina como profesional y que se le notificó que por ajustes de organización  ya no la necesitaban en la Contraloría de Servicios, por lo  que regreso a  su plaza en propiedad. Indica que de regreso de vacaciones, la plaza en la que fue ascendida estaba siendo ocupada por otra persona interina que no reúne los requisitos.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Administrativa Financiera a.i y  al Jefa a.i de la Oficina de Gestión de Recursos Humanos, ambas del Hospital Nacional Psiquiátrico, que se restituya a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales en el Hospital Nacional Psiquiátrico, en la plaza que venía ocupando en ascenso. CL

11680-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. VIOLACION AL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. Alega el recurrente la violación a lo dispuesto en el 42 de la Carta Fundamental, pues aduce que la Caja Costarricense de Seguro Social pretende sancionar dos veces al tutelado por los mismos hechos que ya fueron objeto de sanción, con una suspensión de ocho días sin goce de salario, por faltar a su obligación de verificar los atestados de una persona, sin tener a la vista el título que acreditaba a dicha persona como Bachiller en Educación Media. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las doce horas del trece de mayo de dos mil diez, dictada dentro del procedimiento disciplinario número 052-10, únicamente en cuanto a la imputación al tutelado de  no haber solicitado ni verificado durante la entrevista de empleo realizada a una ex empleada de la institución, el cumplimiento de los requisitos académicos necesarios para la contratación de la funcionaria. CL
12587-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que en su contra se dio inicio a un procedimiento administrativo ordinario, por el supuesto pago  improcedente de reconocimiento de dedicación exclusiva de un cincuenta y cinco por ciento sobre el salario base de varios funcionarios municipales. Alega que el traslado de cargos no determina con exactitud los hechos que se le imputan,  tampoco se enumeró la documentación pertinente. Además de que dicha audiencia no le fue notificada con los quince días de anticipación que establece la referida Ley General de la Administración Pública. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente del Órgano Director de la Municipalidad de Puntarenas, retrotraer el procedimiento administrativo seguido en contra de la recurrente, hasta la etapa procesal en la cual se realizó el respectivo traslado de cargos. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL

11694-10. RIESGO LABORAL.  SE NIEGAN A RECIBIR RECURSO DE APELACIÓN.  Alega el accionante que se apersonó a la Junta Médica Calificadora de la Incapacidad para el Trabajo, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con el fin de interponer recurso de apelación en contra de la resolución por medio de la cual se fijo el porcentaje de impedimento de riesgo del trabajo, emitido por el Departamento de Riesgos del Trabajo del Instituto Nacional de Seguros.  Sin embargo, el funcionario que lo atendió se negó a recibir el documento, al argumentar que su caso estaba perdido en razón de que el porcentaje no lo subirían. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Junta Médica Calificadora de la Incapacidad para el Trabajo, que de inmediato interponga las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se brinde al recurrente la cita y valoración médica requerida desde el veintinueve de abril de dos mil diez. CL

11932-10. IUS VARIANDI. TRASLADO DE PLAZA DE JUEZ. Alega el recurrente que fue nombrado en una plaza de Juez 3 en Heredia, sin embargo se le trasladó a un puesto de juez de mayor cuantía a uno de menor cuantía sin debido proceso y sin informarle que aceptara el nombramiento. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el traslado del amparado al Juzgado Civil de Menor Cuantía de Heredia. CL

12160-10. PERMISO SIN GOCE DE SALARIO. NIEGAN PRORROGA SOLICITADA. Alega la recurrente que el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso no prorrogar su permiso sin goce de salario, pues desea permanecer en el Hospital de Grecia de la Caja Costarricense de Seguro Social, ya que reside en ese lugar, y considera violentado en su perjuicio el artículo 33 de la Constitución Política, ya que a otros funcionarios si se les ha otorgado, por más de dos años. La Sala rechaza por el fondo el recurso aduciendo que este tipo de permisos son otorgados en forma discrecional, por lo que el Consejo Superior recurrido debe determinar, de acuerdo con las posibilidades reales del Despacho en que la accionante labora en el Poder Judicial, si procede su otorgamiento. En el caso particular, para la denegatoria emitida por el consejo recurrido, dicho órgano tomó en consideración el informe rendido por el jefe inmediato de la amparada, quien desestimó la conveniencia de proceder a una nueva prórroga del permiso, ello, a causa del perjuicio institucional que se producía. RF
12954-10. SERVICIO DE TRANSPORTE. COBRO DEL SERVICIO DE TRANSPORTE EN CASOS DE DISPONIBILIDAD. El recurrente alega que en el Poder Judicial, para la compensación por disponibilidad en relación con el pago por concepto de servicio de taxi, se debe presentar una factura, recibo o documento idóneo en el cual se deben consignar una serie datos, para  demostrar que el servicio se prestó, lo cual -en su criterio-, es irrazonable y desproporcionado para los fines de la disponibilidad en materia de violencia doméstica, en la cual la atención debe ser inmediata. La Sala rechaza de plano el recurso, indicando que lo expuesto por el amparado, es ajeno al ámbito de competencia de esta Jurisdicción, por cuanto es un asunto de mera legalidad, que no corresponde ser conocido y resuelto en esta sede. RP
12842-10. RECONOCIMIENTO DE TITULO. CONSEJO DE LA JUDICATURA NO RECONOCE TITULO EN APLICACIÓN A CONVENIO. El recurrente reclama que el Consejo de la Judicatura no le quiere reconocer su título de Máster otorgado por la Universidad Carlos III de Madrid, ya que consideran, de forma errónea, que su título es un título propio por lo que necesita del reconocimiento del Consejo Nacional de Rectores, obviando el Convenio de Cooperación Cultural entre los gobiernos de Costa Rica y España que lo exime de este requisito. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO PENAL
11974-10. ORDEN DE LIBERTAD. NO SE CUMPLE EN PLAZO RAZONABLE. Acusa el recurrente que la autoridad judicial competente ordenó la libertad de su defendido, la cual fue ejecutada quince horas después de que fuera emitida, sin que se diera ninguna justificación del atraso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL 

11975-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN ASUNTO DE FLAGRANCIA. Alega el recurrente que el Tribunal de Juicio de Apelación de  Hechos en Flagrancia ordenó imponer prisión preventiva por quince días hábiles a sus defendidos y considera que la resolución carece de fundamentación, pues sólo se fundamentó en los supuestos de peligro de fuga y obstaculización. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL  
12287-10. PRISION PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y ALLANAMIENTO REALIZADO POR LA MISMA JUEZ QUE LA DICTO. Alega el accionante que se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de tres meses, la cual se fundamentó en únicamente en los peligros procesales y dos nuevas denuncias planteadas por el Ministerio Público, de las cuales no tiene conocimiento. Acusa además que la misma juez que le impuso la prisión preventiva, ordenó un allanamiento y secuestro en la casa de habitación del imputado, lo que a su juicio lesiona el principio de imparcialidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL 

12558-10. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. Indica el recurrente  que a su representado se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva, la cual se dispuso prorrogar, después de vencido el plazo ordinario de la prisión preventiva y sin que el Tribunal del Primer Circuito Judicial Zona Atlántica ordenara su prórroga, pese a que la gestión fue presentada por la Fiscalía de Limón dos semanas antes. Se  declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado por violación en su perjuicio de la libertad personal,  debido proceso, derecho de defensa y acceso a la justicia. CL
12664-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. SIN DAR AUDIENCIA AL DEFENSOR. Indica el recurrente que el recurrido  prorrogó la prisión preventiva contra su representado sin que se otorgara audiencia a la defensa, bastándole únicamente en  el pedido del Ministerio Público. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta estimatoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

12007-10. JUEZ. PARTICIPACIÓN DE UN MISMO JUEZ EN DIVERSAS INSTANCIAS. Manifiesta la recurrente  que dentro de la causa penal que se sigue a su representado se decretó la rebeldía  de su representado argumentado que no había sido localizado en su domicilio. Alega que el Tribunal de juicio emitió orden de captura y prisión preventiva por el plazo de un mes, firmando la resolución un juez que había participado en el primer debate y quien ya había emitido criterio de culpabilidad con uno de los imputados de este proceso. Alega que interpuso recurso de apelación, pero dicho recurso nunca fue elevado a conocimiento del superior y tampoco ha sido resuelto aún, todo lo cual, estima que vulnera sus derechos de defensa y debido proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Piza salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
12300-10. JUEZ. EL MISMO TRIBUNAL SENTENCIADOR CONOCE APELACIÓN DE LIBERTAD CONDICIONAL. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Santa Cruz en lo referente al Artículo 469 del Código Procesal Penal. Se consulta la constitucionalidad del artículo 469 del Código Procesal penal, en los casos en donde el Ministerio Público apela la solicitud de libertad condicional y devuelve el caso al Tribunal sentenciador para resolver, de manera que es el mismo tribunal sentenciador conocería la apelación. Se consulta si es contrario a los principios de imparcialidad, objetividad y principio de juez natural.Se evacua la consulta en el sentido de que el artículo 469 del Código Procesal Penal no lesiona los principios de juez imparcial y juez natural. Evacuada

12257-10. DEBATE. ATRASO EN REALIZACIÓN DE DEBATE PARA DETERMINACIÓN DE LA PENA. Alega la recurrente que los amparados se encuentran recluidos, sin que tengan una ficha de cómputo que establezca el monto de la pena que deben descontar, porque se reenvío su caso por parte de la Sala Tercera, para efectos de determinación de la pena. En virtud de lo anterior, solicitaron al Tribunal de Juicio señalar fecha para debate y dos meses después no ha recibido respuesta alguna. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los amparados. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
12286-10. DETENCIÓN. FISCAL ORDENA DETENCIÓN Y REGISTRO DE VEHÍCULO. Manifiesta el recurrente que su representado se encontraba en el parqueo del Depósito Libre de Golfito, donde se hizo presente una Fiscal y le indicó que dentro de su vehículo se encontraban unas cajas de licor las cuales fueron introducidas al país omitiendo el pago de los respectivos impuestos, por lo que seguidamente le solicitó las llaves, y sin ninguna orden judicial procedió a solicitarle las llaves del vehículo, a lo cual se negó, por lo que procedió a esposarlo y a detenerlo, así como abrir su vehículo, bajo el pretexto de que lo podía detener hasta por veinticuatro horas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

12301-10. PENA. NO SE TOMÓ EN CUENTA EL ARRESTO DOMICILIARIO PARA EL CÓMPUTO DE LA PENA. Refiere el recurrente que fue condenado a cumplir doce años de prisión. Indica que el Tribunal Penal realizó el cómputo de la pena sólo considerando el plazo que permaneció en prisión preventiva; sin embargo, dicho cómputo no tomó en cuenta que, también como medida cautelar, se había dictado un arresto domiciliario parcial, el cual fue mantenido por espacio de un año y siete meses, lo cual evidentemente restringió su libertad ambulatoria. Afirma que se rechazó su solicitud, con el argumento de que solamente la prisión preventiva puede ser tomada en cuenta para el descuento de la pena, pero no así el arresto domiciliario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
12669-10. IMPUTADO. DEBER DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA DE ASIGNARLE UN TRADUCTOR. Alega la recurrente  que a su representado se le impuso prisión preventiva por el plazo de dos meses y vencido el plazo, la Fiscalía solicitó una prórroga  de dos meses de la medida cautelar la cual fue acogida por el Juez Penal.  Señala que el amparado es costarricense de la etnia Cabécar y conoce poco el idioma español; no obstante dicha circunstancia, no se le asignó un traductor oficial. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por lesión del derecho de defensa. Se ordena a la Jueza Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica celebrar, en las 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, una nueva audiencia, en la que se analice la medida cautelar prorrogada, con participación del imputado, su defensa técnica y un traductor del idioma cabécar. En ella deberá garantizarse la comprensión integral del acto, por parte del imputado, así como su participación, y si en la audiencia se obtienen elementos de juicio suficientes para variar las medidas cautelares decretadas, deberá procederse en consecuencia. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

12671-10. DEFENSOR. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE JUDICIAL. Alega el recurrente que se presentó al despacho judicial, con el fin de revisar el expediente de la causa penal que se sigue contra su representado, lo anterior para ejercer la debida defensa técnica; no obstante, le fue imposible debido a que, según le informaron dicho expediente judicial se encontraba en estudio por parte de la jueza, quien tiene por política no prestar el expediente. Se declara con lugar el recurso y se ordena a la jueza que permita el acceso al expediente al recurrente o a quien legítimamente lo requiera y se abstenga de impedir su acceso. Testimóniense piezas al Tribunal de Inspección Judicial para lo de su cargo. CL

12839-10. PROCESO PENAL. ETAPA DE INVESTIGACIÓN LLEVA NUEVE AÑOS. Alegan los recurrentes que están sometidos a una causa penal por el delito de peculado en perjuicio del Instituto Nacional de Seguros, la cual inició desde el año 2001 y a la fecha no se ha elevado a juicio ni dictado sentencia final. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

12616-10. ACCESO A EXPEDIENTE. NIEGAN AL PANI REVISAR EXPEDIENTE PENAL. Alega el recurrente que el representante legal del PANI de Golfito se presentó ante la Fiscalía a efecto de revisar el expediente, pero le fue denegado bajo el argumento de que no se encontraba apersonado en dicho proceso. Considera que la fiscalía recurrida ignora que el PANI no necesita estar apersonado en el proceso para poder examinar un expediente en donde figure un menor ofendido. Acusa que esa autoridad incumplió notificar y tener como parte al PANI en esa causa; además, sin ninguna justificación ordenó el secuestro del expediente administrativo de la menor con oficiales del Organismo de Investigación Judicial. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta sentencia y envíese una copia del legajo del amparo a la Presidencia Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia para lo que corresponda. SL

ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

12222-10. INSCRIPCIÓN DE CANDIDATURA. SE NIEGA POR FALTA DE REQUISITO DE DOMICILIO ELECTORAL.  Indica la recurrente que con el objetivo de inscribir su candidatura ante el Partido Liberación Nacional les solicito  al Tribunal recurrido que se sirvieran extender una certificación de cuenta cedular con domicilio electoral a su nombre; no obstante, el recurrido le está impidiendo su inscripción como candidata a en la elección para síndicos a pesar de que ostenta  con el requisito de domicilio electoral, aduciendo en la certificación solicitada, que nunca ha estado inscrita. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
11637-10. DIPUTADOS. ADICIÓN SOBRE LA CANCELACIÓN DE CREDENCIALES POR PARTE DEL TSE. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 262 del Código Electoral. La norma impugnada otorga la facultad al Tribunal Supremo de Elecciones de cancelar las credenciales de los miembros de los Supremos  Poderes, en contra de la competencia exclusiva y excluyente de la Asamblea Legislativa.  Se adiciona la sentencia No. 2010-011352 de las quince horas cinco minutos del veintinueve de junio de dos mil diez, con el fin de disponer que: Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 262 que indica: "... sin perjuicio de lo que establece el artículo 68 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República." contenida en el Código Electoral, Ley No. 8765 de 19 de agosto de 2009, publicado en el Alcance 37 a La Gaceta No. 171 del 2 de septiembre de 2009. Se le da un plazo de treinta y seis meses a la Asamblea Legislativa para que dicte la reforma parcial a la Constitución Política y la reforma a su Reglamento para incorporar el deber de probidad como una causal de cancelación de credencial y otras sanciones. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. En lo demás, se declara sin lugar la demanda. El Magistrado Armijo Sancho y Pacheco Salazar salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro y la Magistrada Calzada Miranda ponen nota.-
FAMILIA
12792-10. MENORES. SE ORDENA MANTENER A MENOR EN ALBERGUE DE PANI. Manifiesta la recurrente que la institución recurrida emitió resolución en donde se dictó la Medida de Cuido Temporal a favor del menor amparado, con un familiar cercano a la madre biológica, a pesar de las recomendaciones de las autoridades del Hospital Nacional de Niños, en donde expresamente indican que debido a los hechos que ocasionaron la hospitalización del menor, no es conveniente que éste sea devuelto a su familia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva, y a la Coordinadora a.i. de la Oficina Local de Desamparados, ambas del Patronato Nacional de la Infancia, mantener al menor amparado en el Hogar Divina Misericordia hasta tanto el Juzgado de Niñez y Adolescencia resuelva otra cosa. CL
INTIMIDAD

12226-10. INFORMACIÓN EN INTERNET. SE ORDENA ELIMINAR DATOS PRIVADOS. Alegan los recurrentes que como parte de sus labores, realizan la calificación e inscripción de planos debidamente autorizados por el Colegio de Ingenieros.  Establece que el recurrido se dio a la tarea de crear una página en Internet, en la que incluyó una sección para exponer y divulgar sin autorización, datos personales de los funcionarios, como sus números de teléfono, lugar de residencia y otros, en que él considera que se produjeron anomalías, todo lo cual basa en meros criterios personales y ofensivos que no solamente carecen de sustento jurídico o técnico, sino que atentan contra la dignidad y honorabilidad de los empleados del Registro. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al recurrido eliminar, de manera definitiva, toda referencia a direcciones físicas y electrónicas ajenas al lugar de trabajo de los recurrentes, que aparecen en la siguiente dirección electrónica http://topografiabarrantes.com/. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

11973-10. INFORMACIÓN CREDITICIA.  SE ORDENA ELIMINAR INFORMACIÓN PRIVADA.  Alega el recurrente que las empresas recurridas mantienen y distribuyen entre sus clientes, datos privados sobre su persona,  y familiares. Manifiesta que en el ejercicio de sus derechos a la intimidad, no ha autorizado a ninguna entidad para pedir información crediticia o personal a las recurridas, y mucho menos ha autorizado a las mismas a almacenar, compilar, ni distribuir información. Alega que en las bases de datos de las empresas recurridas aparece información suya que es independiente de cualquier ámbito crediticio y peor aún, las recurridas han vendido información suya totalmente desactualizada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al apoderado generalísimo de CERO RIESGO INFORMACIÓN CREDITICIA DIGITALIZADA Sociedad Anónima, que, de inmediato, suprima de sus correspondientes bases de datos cualquier referencia a la dirección exacta de la casa de habitación y la fotografía del amparado.  En cuanto se dirige contra las empresas PROCESAMIENTO DE DATOS DATUMNET Sociedad Anónima, PROTECTORA DE CRÉDITO COMERCIAL Sociedad Anónima, TELETEC Sociedad Anónima y TRANSUNION COSTA RICA TUCR Sociedad Anónima, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

LIBERTAD DE TRANSITO

12559-10. AGUJAS. UBICADAS EN URBANIZACIÓN DE SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Manifiesta la recurrente que se le ha limitado su derecho al libre tránsito al intentar el ingreso al Residencial Vereda Real, en Santo Domingo de Heredia, debido a que  dicho residencial es público, pero se instalaron portones y agujas que impiden el libre tránsito y limitan el uso de las áreas de parques. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal a.i. de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia, que interponga las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias para que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, se remuevan las agujas, portones y otros obstáculos que impidan el libre acceso peatonal y vehicular por las vías públicas del residencial Vereda Real. CL
12585-10. AGUJAS. UBICADA EN URBANIZACIÓN DE SAN RAFAEL DE HEREDIA. Reclama el recurrente que la Urbanización Ave del Paraíso, situada en San Rafael de Heredia, tiene calles de dominio público; sin embargo, la asociación de vecinos de esa urbanización decidió cerrar uno de los dos accesos públicos con una aguja de seguridad y tomó el sitio para que un vecino exponga vehículos para su venta, el segundo acceso fue acondicionado con una caseta construida en terreno municipal, una señal de alto fue colocada en forma ilegítima, pues habrá sido sustraída de alguna parte; además,  los empleados de una empresa de seguridad revisan los vehículos que salen y entran, en cuanto a los peatones, les revisan los bolsos, bolsas y artículos personales. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente de la Asociación de Vecinos de la Urbanización Ave del Paraíso y al Alcalde de la Municipalidad de San Rafael de Heredia eliminar de inmediato la aguja de seguridad que se encuentra en la entrada sur de dicha urbanización. Además, en cuanto al puesto de vigilancia, se les advierte que no pueden detener vehículos, solicitar documentos o revisarlos. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

12451-10. VÍAS PÚBLICAS. OBSTRUCCIÓN DE PASO VEHICULAR POR FERIA DEL AGRICULTOR. Indica el recurrente que la ubicación de la feria del agricultor  en las cercanías del nuevo hospital de Heredia, ocasiona varios perjuicios que atentan contra la salud de los pacientes, lo anterior debido a la saturación vial del sector, así como la contaminación del entorno ambiental. Manifiesta que se ha intentado coordinar con las autoridades municipales la reubicación de esa actividad, pero que los esfuerzos han sido en vano. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Heredia, que de inmediato ejerza las actuaciones concretas y materiales pertinentes para garantizar el libre acceso vehicular y peatonal a las nuevas instalaciones del Hospital San Vicente de Paul, de tal forma que el desarrollo de la feria del agricultor en ese Cantón no afecte el ingreso y egreso tanto de personas como de vehículos al centro hospitalario. CL

11938-10. VÍAS  PÚBLICAS. REPARACIÓN DE CARRETERA EN MONTEZUMA. Reclaman los recurrentes que el estado de la "cuesta" o "Ruta 624" de acceso a la comunidad de Montezuma se encuentra en mal estado, lo que representa un peligro para los transeúntes y para los servicios de transportes público y privado. Sostienen que debido a la situación expuesta, se ha acumulado una capa de polvo de grandes dimensiones, la cual no permite una tracción adecuada en la época seca y durante la temporada de lluvias, impidiendo el paso de los vehículos. Añaden que el Viceministro de Obras Públicas y Transportes ordenó la reparación de la vía, no obstante, las directrices citadas no han sido acatadas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, al Viceministro de Obras Públicas y Transportes, al  Intendente Municipal y  al Presidente Municipal del Consejo del Distrito de Cubano,  que, dentro de sus ámbitos de competencia, que procedan a adoptar y ejecutar las medidas necesarias para eliminar los problemas de polvo y resolver la falta de calzada en la RUTA Montezuma 624  en el plazo de UN AÑO  a partir de la comunicación de esta sentencia. Para esos fines, se ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Cóbano, si no incluyen la partida respectiva para cumplir con lo antes ordenado, dentro del marco de las competencias respectivo. CL

MINORIAS
12639-10. SERVICIO DE TRANSPORTE.  MICROBUSES HEREDIANAS NO CUENTAN CON DISPOSITIVOS DE CONTROL DE  DOCUMENTO DE IDENTIDAD PARA ADULTOS MAYORES.  Reclama el recurrente que las  unidades de la empresa de Microbuses Rápidos Heredianos Sociedad Anónima, no cuentan con los dispositivos de control de documentos de identidad a efecto de eximir del pago del pasaje a las personas adultas mayores, situación que ocasiona molestias en los pasajeros por las dificultades al momento del abordaje de personas adultas mayores.  Agrega que tal malestar también lo tienen los chóferes, por cuanto se les indicó que sólo pueden llevar por viaje o trayecto un número determinado de personas adultas mayores, o en caso contrario, se procedería con la deducción del sobregiro de su salario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
MUNICIPALIDAD
11928-10.VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLE. Señala el recurrente  que le solicitó a la municipalidad de Aserrí, la reparación y asfaltado del final de  la calle “Los Solano”, sin que a la fecha haya solución alguna, a pesar de existir   un  análisis de las amenazas ante la Comisión Nacional de la Prevención. Sostiene que en el invierno el paso es intransitable debido a los derrumbes y a la erosión del suelo, tan grave que están a punto de quedar sin camino y por la necesidad hubo que realizar rellenos en los hundimientos para sostener el desprendimiento de tierra, lo que impide  el acceso de vehículos, siendo necesario en ocasiones salir a topar las ambulancias arriesgando la salud de las personas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la  Presidenta Municipal y al Alcalde Municipal, ambos de la Municipalidad de Aserrí, disponer de inmediato las actuaciones que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencias, para establecer las acciones de coordinación que correspondan con la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, para que en un plazo de cuatro meses contados a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione de manera definitiva la situación de riesgo existente en la denominada calle "Los Solano", en el distrito de San Gabriel. CL 

11927-10. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLE. Alegan los recurrentes que son vecinos de San Rafael de Heredia, en Calle Los Manzanos y que el estado de dicha calle dificulta el acceso a sus casas de habitación, debido a que se les imposibilita transitar, debido a las condiciones en que se encuentra. Refieren que han hecho las gestiones pertinentes ante la recurrida, pero no han dado una solución al problema. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, que en el plazo de 4 meses contados a partir de la notificación de esta sentencia proceda a: 1) Coordinar las acciones necesarias para reparar la calle pública que brinda acceso a la casa de habitación del amparado; 2) Iniciar los trabajos para solucionar el problema generado por la falta de aceras en el Distrito de San Rafael de Alajuela, en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que correspondiere a propietarios o poseedores de bienes inmuebles los aperciba para que inicien las obras necesarias en la acera  frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley #7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL
12783-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA  DAR SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE RECOLECCIÓN, TRATAMIENTO DE DESECHOS SÓLIDOS, INFRAESTRUCTURA SANITARIA, ORDENAMIENTO VIAL Y CONDICIONES DE SEGURIDAD  EN  LA ZONA FRONTERIZA DE PASO CANOAS. Indica el recurrente  que en  Paso Canoas y Corredores se presentan una serie de irregularidades por el mal manejo de los desechos sólidos, las aguas negras, aguas servidas y aguas pluviales, que provocan problemas de salud, sin que las autoridades hayan hecho algo al respecto. Manifiesta  que la construcción de edificaciones panameñas en la línea fronteriza, así como la desviación de aguas negras a territorio costarricense, han deteriorado las condiciones sanitarias y de seguridad. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto del Ministerio de Salud, la Municipalidad de Corredores y el Instituto de Desarrollo Agrario, por menoscabo al derecho al ambiente, a la salud, a la calidad de vida y a la seguridad de la población que habita o transita en la zona fronteriza de Paso Canoas.  Se ordena a la Ministra de Salud, al Presidente del Concejo Municipal, al Alcalde Municipal, ambos de la Municipalidad de Corredores y al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario, adoptar de manera inmediata, cada uno dentro del ámbito de sus competencias y de manera coordinada, las medidas que sean necesarias a fin de que dentro del plazo máximo de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución, adopten medidas concretas, efectivas y contundentes para dar una solución definitiva a los diferentes problemas que se están presentando en la zona fronteriza de Paso Canoas que han sido denunciados en el amparo, a fin de que esta comunidad pueda contar con una adecuada recolección, disposición y tratamiento de desechos sólidos, construcciones y actividades comerciales ajustadas a derecho, infraestructura sanitaria apta para que las personas realicen sus necesidades fisiológicas, ordenamiento vial, respeto a la soberanía territorial, condiciones de seguridad ciudadana adecuadas, e instaurar controles y políticas de seguimiento para evitar que en el futuro se vuelvan a presentar situaciones como las denunciadas en este recurso. Se le indica al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Corredores y a la Ministra de Salud, que deberán estarse a lo resuelto en la sentencia de esta Sala número 2010-011503 de las diecisiete horas del treinta de junio del dos mil diez. Se declara sin lugar el recurso respecto al Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y al Instituto de Fomento y Asesoría Municipal por no haberse demostrado actuaciones concretas de su parte que hubieren lesionado los derechos fundamentales invocados. CL Parcial

12447-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR EROSION FLUVIAL, SE ORDENA A MUNICIPALIDAD REALIZAR TRABAJOS.  Indica la recurrente que los terrenos de la parte trasera de  su vivienda se han ido dañando por la propia erosión fluvial que padece la zona desde hace varios años. Indica que la Comisión Nacional de Emergencias realizó un estudio técnico sobre la erosión fluvial que afecta su vivienda y otras del vecindario, y ordenó que la municipalidad recurrida procediera a ejecutar las obras necesarias por medio de la construcción de un canal impermeabilizado o entubado, debido a que la  erosión del terreno pone en peligro la integridad de la infraestructura habitacional y la integridad física de sus habitantes, no obstante, la municipalidad  recurrida se ha negado a realizar dichas obras.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo, y a la Alcaldesa, ambos de la Municipalidad de San Pablo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios para solventar el problema que aqueja a la propiedad de la recurrente, tomando en cuenta las recomendaciones dadas en los informes técnicos DPM-INF-2118-2007 y DPM-INF-950-2009. CL

12205-10. DAÑOS A PROPIEDADES. DESBORDAMIENTO DE AGUAS NEGRAS POR TRABAJO MUNICIPAL. Manifiestan  los recurrentes que interpusieron una denuncia ante la municipalidad recurrida por la problemática de salida de aguas negras y alcantarillado de su casa de habitación y casas vecinas, ubicadas en San Pablo de Heredia. Indican que la municipalidad recurrida hizo un trabajo de ampliación de la calle que no fue terminado por esa institución, problema que ha provocado que el agua sucia se desborde y se devuelva hacia sus viviendas, ocasionando contaminación y atentando contra la salud pública. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal de San Pablo de Heredia, adoptar de manera inmediata las acciones que sean necesarias para dar solución a los problemas denunciados por los recurrentes y que sean propios del ámbito de su competencia, debiendo establecer para ello coordinación con los entes y personas que sea necesario, así como también ejerciendo el control que le corresponde para impedir que una vez solucionados los problemas, se den nuevas situaciones similares. CL
11874-10. DAÑOS A PROPIEDADES. POR DESCARGA DE AGUAS  SERVIDAS. Alegan los recurrentes que la municipalidad recurrida dirigió las aguas pluviales y las aguas servidas  hacia su propiedad y la de unos vecinos, generando contaminación y malos olores. Menciona que ello produce gran cantidad de zancudos, destrucción del terreno y derrumbes, y aguas nauseabundas estancadas alrededor de sus viviendas. Establece que la municipalidad recurrida se comprometió a realizar las obras necesarias, pero a la fecha los problemas de contaminación continúan.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San Carlos y  al Coordinador del Departamento de Ingeniería de la Municipalidad de San Carlos y a la Directora del Área Rectora de Ciudad Quesada, Ministerio de Salud, disponer, de inmediato y de forma conjunta, las medidas necesarias para resolver en forma definitiva el problema  provocado por el mal estado del alcantarillado y el estancamiento de aguas en Cedral de San Carlos. CL

11624-10. DAÑOS A PROPIEDADES. POR TRABAJOS EN ALCANTARILLAS. Alega el recurrente que es propietario de un inmueble situado en Junquillo Arriba de Puriscal, en el cual la Municipalidad de Puriscal efectuó unas reparaciones de unas alcantarillas de desagüe de aguas pluviales. Manifiesta que dichas obras se realizaron a principios de este año, pero luego de terminar el trabajo del alcantarillado dejaron su propiedad totalmente destrozada y representa una amenaza contra las personas que allí viven, afirma que las autoridades municipales no le han dado una solución a su problema. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de Puriscal. Se ordena al Alcalde Municipal de Puriscal,  que en el plazo de dos meses siguiente a la notificación de esta resolución, resuelva en forma definitiva el problema de deslizamiento y erosión pluvial en la propiedad del recurrente. CL
12730-10. SOLUCIONES DE VIVIENDA. POR DESBORDAMIENTO DEL RIÓ DIRÍA EN SANTA CRUZ GUANACASTE.  Manifiesta el recurrente que en épocas de invierno tienen problemas de inundaciones producidas por el desbordamiento del río Diría de Santa Cruz, lo que ocasiona pérdidas materiales, así como el peligro para su vida y de su familia. Indica que debido a lo anterior presentó varias gestiones ante la municipalidad recurrida con el objetivo de obtener una solución de vivienda, pero no obtuvo resultado positivo a sus peticiones, a pesar de que lo hizo por recomendación de la Comisión Nacional Emergencias. Estima que existe responsabilidad de la recurrida por haber extendió los permisos de construcción y autorizó los planos  catastrado, a pesar de la recomendación que hizo la  Defensoría de los Habitantes para que no se otorgaran permisos de construcción en esta zona, lo que desconocía cuando adquirió la propiedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santa Cruz, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias y gire las órdenes respectivas, para que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se ejecute de manera coordinada con el resto de instituciones estatales que deban intervenir, el informe técnico No. DPM-INF-499-2008 de 12 de mayo de 2008, de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias.  CL
12797-10. AGUAS PLUVIALES. ESTANCAMIENTO DE AGUAS  PLUVIALES GENERA PROBLEMAS EN ASENTAMIENTO. Manifiestan los recurrentes que presentaron una gestión ante el recurrido debido a un problema de estancamiento de agua en un canal, lo cual les ha producido pérdidas en la agricultura, desvalorización de la tierra ocasionada por las frecuentes inundaciones y, riesgo en la salud pública. Explican que en el Asentamiento El Tigre, Horquetas, habitan familias campesinas con menores y adultos mayores, los cuales son vulnerables a enfermedades como dengue, diarreas u otras, por lo cual se requiere con urgencia de la ejecución  de obras de alcantarillado en el sitio que obstaculiza el drenaje de aguas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Sarapiquí, que disponga lo necesario, para que de inmediato se solucione el problema de estancamiento de aguas pluviales que afecta a los amparados. CL 

12815-10. PERMISOS. SE DESCONOCEN PERMISO DE USO DE SUELO Y DESFOGUE PLUVIAL, OTORGADO A PROYECTO DE VIVIENDA EN SAN PABLO DE HEREDIA. Alega el recurrente que solicitó a la Municipalidad recurrida el "Uso de Suelo" de una finca, el cual le fue debidamente otorgado, por lo que se contrató a su empresa para desarrollar un Proyecto de Vivienda Social en ese inmueble. Posteriormente, les fue aprobando el desfogue pluvial al Río Bermúdez, con base en lo cual, firmaron con los dueños del inmueble una opción de compra y venta, además de que se comenzó a promocionar el proyecto para atraer a nuevos afiliados al proyecto denominado "Condominios Verticales De Victoria", el cual albergaría a doscientas veinticuatro familias que contarían con un bono de vivienda y un financiamiento a largo plazo. No obstante lo anterior, el Concejo Municipal recurrido dispuso acoger la recomendación de la Comisión de Obras y en consecuencia publicar en un medio de comunicación oficial que ese órgano "no ha conocido solicitud de licencia para desarrollo del Proyecto Habitacional Condominios Verticales Victoria", razón por la cual no les otorgaron la renovación del permiso de uso de suelo, aduciendo que estaban inhibidos para pronunciarse, al tenor de lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo N° 33757, que es la reforma al decreto que a su vez reforma el Plan Regional Desarrollo Urbano Gran Área Metropolitana, que fue anulado por la Sala Constitucional mediante sentencia 3684-09, desconociendo con ello los permisos de uso de suelo y la viabilidad del proyecto que ya habían aprobado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el oficio número CRVV-05-2009 del 15 de abril de 2009, emitido por el Departamento de Ingeniería Municipal de San Pablo de Heredia. CL
12423-10. ALCANTARILLADO SANITARIO. SE ORDENA RESOLVER PROBLEMAS OCASIONADOS POR FALTA DE ALCANTARILLAS. Indica la recurrente  que su propiedad  cuenta con alcantarillas a fin de canalizar las aguas de una quebrada muy profunda que viene de Junquillo Arriba y pasa por encima de la calle. Señala que con el pasar del tiempo, se construyeron casas de habitación en el lugar, las cuales depositan sus aguas negras cerca de la misma y vierten allí la basura, debido a que no existe servicio de recolección en la zona. Afirma que el aumento de las lluvias y, el caudal de la quebrada, la alcantarilla puesta  en su propiedad se derrumbó y generó un peligro para su familia y vecinos. Establece que se contactó con un ingeniero quien recomendó colocar nuevamente el alcantarillado y construir muros de contención, pero  la municipalidad recurrida denegó la posibilidad de solución debido a que la magnitud del arreglo involucra un trabajo tan grande que existe falta contenido económico en el presupuesto actual. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al  Jefe del Departamento de la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad de Puriscal o a quien en su lugar ocupe el cargo, determinar qué medidas corresponde tomar para resolver los problemas ocasionados en el inmueble Partido San José, tomo doscientos cuarenta y ocho, folio trescientos sesenta y ocho, número veinte mil ochocientos noventa y cuatro, matrícula 230648-000, y ponerlas en ejecución. Se advierte al recurrido, que de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Municipalidad de Puriscal al pago de las costas daños y perjuicios que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese al Alcalde Municipal y Jefe del Departamento de la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad de Puriscal EN FORMA PERSONAL. Comuníquese a todas las partes. CL

12426-10. RIÓS. SE ORDENA DRAGADO DE RÍO BEJUCO DE NANDAYURE. Alega la recurrente que es vecina de Colonia del Valle, Bejuco de Nandayure, Guanacaste. Indica que la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias ha considerado  el lugar como de mayor riesgo e y más afectado por lo eventos naturales.  Señala que la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, realizó los estudios técnicos y científicos correspondientes y  determinó la necesidad de dragar el cauce del Río Bejuco para evitar el problema de las inundaciones, e incluso se les informó que el presupuesto para ello ya estaba contemplado, sin embargo no se han realizado las obras recomendadas.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al  de Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Nandayure, realizar de inmediato las gestiones correspondientes, de acuerdo con la normativa que rige a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, con el objetivo de que se efectúe la obra que técnicamente se requiere en el cauce del Río Bejuco. Se ordena a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que en forma inmediata, coordine con la Municipalidad de Nandayure y la asesore, para que se inicien los procedimientos legales y de financiamiento de esa comisión, conducentes a la realización de la citada obra de prevención en el cauce de dicho río. Las obras definitivas deberán quedar debidamente concluidas a más tardar el último día de abril del año 2011; sin perjuicio de los trabajos provisionales que eventualmente resulte necesario efectuar para evitar daños a la comunidad amparada, que puedan causar las lluvias. CL

PENSIONES ALIMENTARIAS

12652-10. MONTO DE PENSIÓN. FUNDAMENTACIÓN. El recurrente acusa vulnerados sus derechos fundamentales, dado que, según su criterio, la resolución del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Santa Ana fijó en su contra un monto de ¢2.600.000.00 colones por concepto de pensión provisional alimentaria, carece de la debida fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y valorando el caso concreto, se declara sin lugar el recurso. Se declara  sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida del considerando quinto de ésta sentencia. Comuníquese. Calzada pone nota. SL
PODER EJECUTIVO
11738-10. VÍAS PÚBLICAS. CIERRE DE AUTOPISTA. Los recurrentes acusan omisión por parte de las autoridades del Ministerio de Obras Públicas y Transportes así como de la empresa Autopistas del Sol, por no ordenar el cierre de la caterrera San José- Caldera, a pesar de que existe un peligro inminente de deslizamiento de taludes. La Sala comprueba la omisión de la administración de cerrar preventivamente la autopista San José-Caldera; a pesar del reporte de inspección geotécnica de los taludes de corte entre las estaciones 14+000 al 52+000, elaborado por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, publicado desde el diez de mayo de dos mil diez, que reveló deficiencias de la autopista de Caldera. Se declara con lugar el recurso, porque si bien es cierto la autoridad recurrida ya realizó acciones para cerrar de manera preventiva la carretera en aras de proteger la seguridad de las personas, lo cierto del caso es que lo hizo más de un mes después de la publicación del reporte realizado por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos y cuando ya estaba en trámite el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
12290-10. ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA DAR ATENCIÓN MÉDICA A PRIVADO DE LIBERTAD.  Manifiesta el recurrente que se encuentra privado de libertad desde hace más de tres años. Argumenta que padece de gastritis y desde que fue encarcelado el médico ordenó que se le hiciera una gastroscopía, pero han pasado más de tres años, sin que se le realice. Alega que ha venido solicitando a la administración que se le brinde la atención médica debida, no ha tenido éxito, y su salud se ve cada vez se deteriora.  Se declara CON LUGAR el recurso únicamente en cuanto a la omisión de dar atención al problema en la espalda que reclama el amparado. Se ordena al Director- y al Director Médico de la Clínica La Reforma ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de manera inmediata se dé al amparado la atención médica en la Clínica La Reforma que requiera por su dolor en la espalda, se le dé el tratamiento médico  y de ser necesario sea referido a la especialidad médica del hospital que corresponda. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11591-10. CONDICIONES. PROBLEMAS CON EL ABASTECIMIENTO DE AGUA EN LA REFORMA. Alegan los recurrentes que son  privados de libertad y tienen varios meses de tener problemas con el abastecimiento de agua en el centro de atención institucional.  Explican que en muchas ocasiones no tienen agua ni para tomar, menos para hacer otras labores.  Actualmente el servicio se brinda dos o tres veces al día por cinco minutos. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que, de INMEDIATO realice las labores de coordinación que corresponda para que en el término improrrogable de TREINTA DÍAS, contado a partir de la notificación de esta resolución, se definan y concluyan los trabajos que técnicamente resulten necesarios para garantizar el abastecimiento de agua en el Centro de Atención Institucional La Reforma durante las veinticuatro horas del día, para lo cual la Administración Penitenciaria deberá ejecutar todas las labores indispensables, dentro del ámbito de sus competencias. CL

SERVICIOS PUBLICOS
12218-10. SEGURO DE SALUD. COBRO DEL SEGURO DE INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE A PEQUEÑOS PRODUCTORES. Indica el recurrente que la organización a que pertenece suscribió desde hace más de veintiséis años un convenio con la Caja Costarricense de Seguro Social, a fin de que  se permitiera a sus afiliados, en virtud de su condición de pobreza, acceder al seguro de salud. Argumenta por razones económicas,  no puede ingresar al régimen de seguro de Enfermedad, Vejez y Muerte; pese a sus escasos ingresos ha podido mantener el seguro de salud al día, lo que ha permitido la atención de las necesidades médicas propias y las de sus hijos menores; no obstante, recibieron por parte de la autoridad recurrida, la planilla  donde se incluyó el cobro del seguro de invalidez, vejez y muerte, incrementándose en más del cincuenta por ciento, lo que le imposibilita el pago. Argumenta que en virtud de la crisis que enfrenta el sector de pequeños productores en el país, no podrá cancelar ambos regímenes de seguros, por lo que eventualmente perdería el derecho al seguro de  salud que disfrutaba. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
12012-10. SERVICIO DE AGUA. SUJETO DE DERECHO PRIVADO IMPIDE INGRESO A POZOS PARA OBRAS DE MANTENIMIENTO. Menciona  el recurrente que la comunidad amparada se abastece con tres captaciones y un pozo,  así como un tanque de almacenamiento, los cuales a través de los años, las Juntas Administradoras del Acueducto les han dado el mantenimiento y limpieza, por tratarse del agua que se le brinda a la comunidad. Indica que el  recurrido impidió a los representantes de la ASADA, el paso a las nacientes y al tanque de almacenamiento, manifestándoles que solamente podrían ingresar con la orden de un juez. Señala que por estar en época lluviosa, es cuando más se abastecen de las nacientes, dado que en el verano solo utilizan un pozo, siendo la preocupación, poner en peligro la salud y vida de los usuarios, ya que desconocen si en el agua existen impurezas o no.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados que debe en forma coordinada con la Asociación Administradora del Acueducto los Mangos cumplir con las formalidades para el ingreso a la propiedad del recurrido donde se encuentra las fuentes y el pozo que abastece de agua a esa comunidad, con el fin de darle mantenimiento, en tanto se constituya una servidumbre administrativa o se ejerza la potestad expropiatoria. Se ordena al propietario o quienes figuren como propietarios, permitir que los personeros y trabajadores de la Asociación Administradora de Acueducto Rural de Los Mangos, debidamente identificados y en horas hábiles; que ingresen al inmueble a efectos de dar mantenimiento a la infraestructura necesaria para la captación, utilización y distribución del recurso hídrico que ahí se encuentra. CL
11632-10. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR. Indica el recurrente que las comunidades de San Pedro, barrios La Sabaneta, La Coyotera, Calle Arias, Calle Sánchez y sitios aledaños, sufrieron la suspensión del suministro de agua durante todo el día, la cual era restablecida durante las noches, lo anterior, sin existir, previa comunicación por parte de la municipalidad recurrida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Santa Bárbara de Heredia,  que realice las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de que dentro del plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione definitivamente la problemática que aqueja al acueducto de Santa Bárbara de Heredia que abastece de agua a la comunidad de los recurrentes. Asimismo se le ordena al Alcalde Municipal de Santa Bárbara de Heredia y a la Alcaldesa Municipal de Alajuela,  que en un plazo máximo de seis meses procedan a firmar un convenio para que cada cantón ordene la zona limítrofe y verifique todas las tuberías, con el fin de saber con certeza, qué es de cada territorio para que puedan de una vez por todas, determinar todos los asuntos relativos a la atención y dación del servicio de agua potable a los vecinos de su respectivo cantón. CL
11699-10. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO POR PARTE DE SUJETO DE DERECHO PRIVADO. Alega el recurrente que adquirió  un condominio que utiliza para pasar sus vacaciones personales con su familia, debido a que reside en Italia. Acusa que cada villa consta con su medidor de corriente interno y que depositó una suma elevada de dinero; no obstante, el administrador del condominio, sin que existiera una orden de la Cooperativa de Electrificación Rural de Guanacaste, procedió a retirar el medidor de corriente de su condominio y dejó el mismo sin energía eléctrica. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de Villas Flor del Pacífico Sociedad Anónima, que gire las instrucciones necesarias para que se reconecte el servicio de energía eléctrica al amparado, representante legal de El Monello S.A., titular de la finca filial No. 409, ubicada en el Condominio Villas Flor del Pacífico No. 2. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
11690-10. PROPIEDAD. SE IMPIDE  INGRESO A VIVIENDA QUE ARRIENDA.  Reclama el recurrente  que arrienda una  casa de habitación a la recurrida y en virtud de que se negó a recibir el monto por adelantado del mes de junio, procedió a presentar diligencias de consignación de pago de alquiler. Indica que debido a lo anterior, la recurrida procedió a cambiar la cerradura del portón que da entrada común a la propiedad y se niega a permitirle ingresar a la vivienda,  solamente le permite sacar ropa con asistencia policial. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la recurrida, que se abstenga de realizar cualquier conducta tendiente a limitar el acceso del recurrente,  a la habitación que él arrienda. CL
11629-10. COOPERATIVA. ACUERDO SOBRE OBLIGACIONES DE ASOCIADOS. El recurrente impugna los acuerdos de una cooperativa de taxi a la que pertenece, pues acusa que en vista de que esa entidad adquirió una gasolinera ubicada en Curridabat, se estableció vía reglamentaria que para poder sostener la deuda, los asociados están obligados a llenar los tanques de los taxis en esa gasolinera, so pena de eliminarles la frecuencia de radio. Manifiesta que en el boletín informativo de la Cooperativa se indicó que la sanción sería indefinida si el asociado no acata el acuerdo, incluso verbalmente se le ha dicho que me iban a quitar la radio del taxi. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Guerrero salva el voto y declara con lugar el recurso. SL






